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EL SISTEMA BANCARIO MEXICANO 59 

2. GENERALIDADES. 

Según Menéndez Romero', • ... para dar nna definición de sistema 

financiero, es menester ubicar primeramente los elementos fundamen­

tales que intervienen en la composición del mismo, que son los siguien­
tes: 

Conjunto de normas jurídicas financieras. 

Autoridades financieras. 
Entidades financieras. 

Instituciones de servicios auxiliares o complementarios. 

Público usuario de los servicios financieros" 

Una gran cantidad de negocios que implican la celebracióu de 

operaciones financieras o de crédito, son efectuados por instituciones 

que integran el sistema financiero mexicano. Por ello, el estudio que 

realizaremos en éste lugar no se limitará al análisis del subsistema ban­

cario, sino que comprenderá cuando menos a la mayoría de las institu­

ciones que de una u otra forma participan en el financiamiento de 

personas fisicas y morales, públicas y privadas en el derecho mexica­

no, a fin de ubicar, dentro de su contexto, al subsistema bancario. 

La exposición de motivos de la Ley Reglamentaria del Servicio Públi­

co de Banca y Crédito de 1984, siguiendo la doctrina de Miguel Acosta 

Romero, indica que ·el sistema financiero se encuentra integrado bási­

camente por las instituciones de crédito y los intermediarios financie­

ros no bancarios, que comprenden a las compañías aseguradoras y 

afianzadoras, casas de bolsa y sociedades de inversión, así como las 

organizaciones auxiliares de crédito', y agregaremos, los grupos finan­

cieros. 
De acuerdo con las recientes reformas del 13 de agosto del 2009 a la 

Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, el sistema financie­

ro mexicano se encuentra compuesto principalmente por las signien­

tes instituciones: las sociedades controladoras de grupos financieros, 

instituciones de crédito, casas de bolsa, especialistas bnrsátiles, bol­

sas de valores, sociedades de inversión, sociedades operadoras de so-

, MENÉNDEZ ROMERO. Fernando. Op. Cít. p. 52. 
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ciedades de inversión, sociedades distribuidoras de .acciones de socie­

dades de inversión, almacenes generales de depósito, uniones de crédi­

to, arrendadoras finañcieras, empresas de factoraje financiero, socie­

dades de ahorro y préstamo, casas de cambio, sociedades financieras de 
objeto limitado, sociedades financieras de objeto múltiple reguladas, 

sociedades financieras populares, instituciones para el depósito de va­

lores, contrapartes centrales, instituciones calificadoras de valores, 

sociedades de información crediticia, sociedades financieras comuni­

tarias, sujetas a la supervisión de la Comisión y los organismos de inte­

gración financiera rural, así como otras instituciones y fideicomisos 

públicos que realicen actividades financieras y respecto de los 

cuales la Comisión ejerza facultades de supervisión, todas ellas consti­

tuidas conforme a las Leyes mercantiles y financieras y, las sociedades 

cooperativas de ahorro y préstamo, sujetas a la supervisión de la Comi­

sión, a que se refiere la Ley para Regular las Actividades de las Socieda­

des Cooperativas de Ahorro y Préstamo, integrantes del sector social. 

Luego, se advierte claramente que el sector financiero es mucho más 

amplio que el meramente bancario. 

Menéndez Romero,2 asegura que" ... el sistema financiero mexicano 

está integrado por el conjunto de normas jurídicas y principios en ma­

teria financiera que regulan los términos en los cuales la autoridad 

financiera supervisará, vigilará y regulará la constitución, organización 

y funcionamiento de las entidades financieras, así como las institucio­

nes auxiliares y complementarias en protección de los intereses del pú­

blico usuario de los servicios financieros. El sistema financiero, es el 

conjunto de regulaciones, normativas, instrumentos, personas e insti­
tuciones que operan y constituyen el mercado de dinero y el mercado 

de capitales de un país." 

Controlando la actividad de los entes integrantes del sistema finan­

ciero mexicano, que se traduce en proporcionar fondos, mediante la 

venta de acciones o bonos, colocación de empréstitos, concesión de 

créditos o transfiriendo o aplicando dinero de otras fuentes internas, 

encontramos un cúmulo de autoridades en esa materia, entre las que 

destacan: La Secretaría de Hacienda y Crédito Publico (SHCP), el Banco 

, lb. tdem. 
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de México(BANXICO), las Comisiones Nacionales Bancaria y de Valo­

res (CNBV), de Seguros y Fianzas (CNSF), y la de Defensa de los Usua­

rios de Servicios Financieros (CONDUSEF), cada una de las cuales 

poseen importantes atribuciones respecto de las diversas instituciones 

financieras. 

El marco legal que regula las actividades que se efectúan en el sistema 

financiero mexicano, se encuentra disperso en una gran cantidad 

de ordenamientos, entre los que destacan: 

Ley de Instituciones de Crédito 

Ley General de Organizaciones y actividades auxiliares del crédito 

Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito 

Ley de Banco de México 

Ley General de Instituciones de Fianzas 

Ley General de Instituciones y Sociedaq,es Mutualistas de Seguros 

Ley Sobre el Contrato de Seguro 

Ley Sobre el Mercado de Valores 

Ley de Inversión Extranjera 

Ley de los Sistemas de Ahorro para el retiro 

Ley para Regular las Agrupaciones Financieras 

Ley de Sociedades de Inversión 

Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos 

Ley de Concursos Mercantiles 

Ley de Ahorro y Crédito Popular 

Ley para la transparencia y ordenamiento de los servicios 

financieros 

Ley Orgánica de cada una de las Sociedades Nacionales de Crédito 

Diversos reglamentos, circulares y acuerdos dictados por 

autoridades 

Administrativas federales. 

Confirmamos así, cómo el sistema bancario constituye sólo una 

fracción del sistema financiero mexicano, segúr~ se muestra en la 

siguiente gráfica: 
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De las organizaciones auxiliares, formalmente la Ley de Organizacio­

nes y Actividades Auxiliares del Crédito, ya solo contempla como tal a 

los Almacenes Generales de Depósito, para los efectos de considerarlas 

legalmente como tales, dada la liberalización de los contratos de arren­

damiento financiero y factoraje financiero, y la independización de las 

Uniones de Crédito con la expedición de su ley particular del 30 de abril 

del 2008. 
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Hay que advertir que las arrendadoras financieras y las empresas de 

factoraje, dejan de existir como organizaciones auxiliares del crédito, 

virtud al decreto publicado en Diario Oficial de la Federación del 18 de 

julio de 2006. Se incorporan como actividades auxiliares, a las socieda­

des financieras de objeto múltiple. Las sociedades financieras de objeto 

limitado, habrán de extinguirse en el año 2013, y actualmente, por lo 

general se encuentran en proceso de transformación a sociedades fi­

nancieras de objeto múltiple. 

Veamos cómo se estructura, desde el punto de vista de los activos 

que posee, el sistema financiero mexicano": 

Estructura del Sistema Financiero 
Por ciento de los ACtivos Totalés 

Sofoles y 
OAC's 

Casas de 

Seguros 
6% 

Banca de 

Activos totales: 7.106 billones de pesos 

Marzo 2008 

• La banca múltiple es el 
principal intermediario 
del sistema financiero 
mexicano. 

J Clase de Derecho Bancario y Bursátil con el Dr. REYES KRAFFf impartida los dí¡IS 6 ~ 7 J\! 
Noviembre de 2009 en ellTESM Campus Chihuahua. 
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2.1. EL SISTEMA BANCARIO MEXICANO. 

La Ley de Instituciones de Crédito vigente, establece que "el Sistema 

Bancario Mexicano estará integrado por el Banco de México, las institu­

ciones de banca múltiple, las instituciones de banca de desarrollo, y los 

fideicomisos públicos constituidos por el Gobierno Federal para el fo­

mento económico que realicen actividades financieras, así como los 

organismos auto regulatorios bancarios." (Art. 3), correspondiendo 

al Estado (federal) "la rectoría del Sistema Bancario, a fin de que este 

oriente fundamentalmente sus actividades a apoyar y promover el de­

sarrollo de las fuerzas productivas del país y el crecimiento de la eco­

nomía nacional, basado en una política económica soberana, fomen­

tando el ahorro en todos los sectores y regiones de la República y su 

adecuada canalización a una amplia cobertura regional que propicie la 

descentralización del propio sistema, con apego a sanas practicas y usos 

bancarios· (Art. 4) . 

Vemos así que el Sistema Bancario Mexicano y las autoridades 

que lo rigen, constituyen una particularmente el Banco de México y la 

Secretaria de Hacienda y Crédito Públíco por conducto de sus comisio­

nes, constituyen una fracción del Sistema Financiero: 

'lfiiT'MO BAf)rORIO ~1l'Xtca",o 

I I 

¡INSTITUCIONES qE ¡ l ORGANISMOS AUTO 
. CRéoIIO. ReGULATOR,OS 

~t:::~A~N~~~~~IO~S!:~' ~ 

FIDE}COMISOS I 
PUBLIcas 
E'OE1t'AtES""""""'" 

Conviene advertir que, por su naturaleza y además de acuerdo con el 

organigrama elaborado por el Banco de México, las sociedades finan ­

cieras de objeto limitado, no forman parte del sector bancario, aunque 

se encuentran previstas,precariamente, en la Ley de Instituciones de 

Crédito. (www.banxico.org.rnx), no obstante lo cual, algún Tribunal de 

Amparo pretende concederles privilegios que no les corresponden, 

como se lee a continuación: 

DR © 2012, Instituto de Investigaciones Jurídicas



EL SISTEMA BANCARIO MEXICANO 65 

"SOCIEDADES FINANCIERAS DE OBJETO LIMITADO. SUS 

ACTIVIDADES QUEDAN COMPRENDIDAS EN EL SISTEMA 

FINANCIERO MEXICANO Y LES RESULTA APLICABLE EL 

ARTíCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CIffiDITO 

PARA EJERCER JUICIO EJECUTIVO. Las sociedades financieras 

de objeto limitado (Sofol), cuando tienen vínculos patrimoniales con 

una sociedad nacional de crédito e institución de banca de desarrollo, 

son entidades económicas que forman parte del sistema financiero mexi­

cano, de acuerdo con una interpretación sistemática y armónica de los 

articulos 4S-A y 103 de la Ley de Instituciones de Crédito, porque 

realizan actividades relacionadas con el otorgamiento de créditos y en 

cuanto a su operación son reguladas por dicha ley en la fracción IV del 

articulo 103, así como por las reglas generales publicadas en el Diario 

Oficial de la Federación de catorce de junio de mil novecientos 

noventa y cuatro, y las diversas disposiciones que en su momento 

dicten la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, y la Comisión Nacio­

nal Bancaria y de Valores. Por tanto, también les son aplicables las dis­

posiciones de la Ley de Instituciones de Crédito, en cuanto a su artículo 

68 que faculta a su contador autorizado para expedir certificado conta­

ble que junto con el contrato de crédito que consta en escritura 

pública constituye título ejecutivo para los efectos de la tramitación de 

juicios ejecutivos mercantiles".-

Actualmente el sistema bancario se estructura de la siguiente 

forma:' 

• (fesis consultable en la página 2029 del tomo XX, Noviembre de 2004, Novena Epoca del 
Semanario Judicial de la Federación y su Gacela. sustentada por el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Primer Circuito). 

~ Ibidem 
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Estructura del Sistema Bancario 
Por dento de los Adlvos Totales 

Junio 2008 

• Existen 44 bancos 

• Seis bancos concentran 
el 83 por ciento de los 
activos totales. 

• Los bancos medianos 
agrupan a los bancos 
regionales y bancos de 
nicho. 

1/8ACC: Blncos asociados" cadenas comf!f"da~ 

• Los BACC son bancos 
nuevos que facilitarán el 
acceso a los servicios 
financieros a sectores de 
la población poco 
atendidos. 

2.2. AUTUKIUAU¡';S QUE PARTICIPAN EN EL SISTEMA 
FINANCIERO MEXICANO. 

En el sistema financiero mexicano intervienen una serie de autorida­
des rectoras de su constitución y funcionamiento, destacando, desde 
luego, las siguientes: 

2.2.1.SECRETARIA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO 

Es la máxima autoridad en materia financiera y bancaria en nuestro 
país. A ella corresponde, en términos generales y entre otras atribucio­
nes, la de autorizar la constitución de las instituciones financieras y 
proveer administrativamente a que las mismas ajusten su actividad 
a las normas jurídicas que las rigen. Planea, coordina, evalúa y vigila el 
sistema bancario del país y dirige la política monetaria y crediticia na­
cional. Muchas de sus funciones las ejerce a través de otras institucio­
nes de la administración pública federal, como las Comisiones Nacio­
nales Bancaria y de Valores, y de Seguros y Fianzas. De sus funciones 
destacan: 

Planear, coordinar, evaluar y vigilar el sistema financiero del país; 
Emitir autorizaciones para constituir entidades financieras; 
Emitir disposiciones de carácter prudencial; 
Realizar la interpretación administrativa de las leyes financieras; 
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Intetvenir con la presentación de la querella, en caso de 
delitos financieros; 
Aplicar las sanciones establecidas en las leyes financieras; 
Aprobar los documentos constitutivos de las entidades 
financieras; 

67 

Intetvenir activamente en las comisiones nacionales Bancaria y 
de Valores, de Seguros y Fianzas y del Sistema de Ahorro para el 
Retiro; y, 
Resolver consultas que sobre hechos reales le sean presentadas 
por las entidades financieras. 

Su regulación orgánica se encuentra sustancialmente en la Ley Orgá­
nica de la Administración Pública Federal, y gran parte de sus facuIta­
des en materia financiera y de valores se localiza en la Ley de Institucio­
nes de Crédito y legislación complementaria. 

2.2.2. BANCO DE MÉXICO 

Como es sabido, el Estado Mexicano es el rector de la economía na­
cional. El artículo 25 de la Carta Magna es la norma que establece tal 
prescripción al decir: 

"Artículo 25.- Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo 
nacional para garantizar que éste sea integral y sustentable, que forta­
lezca la Soberanía de la Nación y su régimen democrático y que, me­
diante el fomento del crecimiento económico y el empleo y una más 

justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de 
la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, 
cuya seguridad protege esta Constitución. 

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la actividad 
económica nacional, y llevará al cabo la regulación y fomento de las 
actividades que demande el interés general en el marco de libertades 
que otorga esta Constitución ... ". 

Aunque esta norma es de más reciente cuño, ya el legislador de 1917 
implícitamente tenía en mente la rectoría estatal de la economía nacio­
nal, y en búsqueda de formulas atinentes a lograrlo, estableció al 
Banco Central mexicano que fue creado el 25 de agosto de 1925, bajo la 
forma de sociedad anónima, inició sus operaciones en septiembre del 
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mismo año, con una duración prorrogable de 30 años y cien millones 
de pesos de capital social. 

Otras normas constitucionales dan soporte a la existencia y autono­
mía del Banco de México y al sistema financiero mexicano: 

Articulo 28. " ... El Estado tendrá un banco central que será autóno­
mo en el ejercicio de sus funciones y en su administración. Su objetivo 
prioritario será procurar la estabilidad del poder adquisitivo de la mo­
neda nacional, fortaleciendo con ello la rectoría del desarrollo nacional 
que corresponde al Estado. Ninguna autoridad podrá ordenar al banco 
conceder financiamiento. No constituyen monopolios las funciones que 
el Estado ejerza de manera exclusiva, a través del banco central en las 
áreas estratégicas de acuñación de moneda y emisión de billetes. El 
banco central, en los términos que establezcan las leyes y con la 
intervención que corresponda a las autoridades competentes, regulará 
los cambios, así como la intermediación y los servicios financieros, con­
tando con las atribuciones de autoridad necesarias para llevar a cabo 
dicha regulación y proveer a su observancia. La conducción del banco 
estará a cargo de personas cuya designación será hecha por el Presiden­
te de la República con la aprobación de la Cámara de Senadores o de la 
Comisión Permanente, en su caso; desempeñarán su encargo por 
períodos cuya duración y escalonamiento provean al ejercicio autóno­
mo de sus funciones; sólo podrán ser removidas por causa grave y no 
podrán tener ningún otro empleo, cargo o comisión, con excepClOn 
de aquéllos que actúen en representación del banco y de los no remu­
nerados en asociaciones docentes, científicas, culturales o de benefi­
cencia. Las personas encargadas de la conducción del banco central, 
podrán ser sujetos de juicio político conforme a lo dispuesto por el artí­
culo 110 de esta Constitución .... " 

Articulo 73. "El Congreso tiene facultad" ... : fracción X: "Para legis­
lar en toda la República sobre hidrocarburos, minería, sustancias quí­
micas, explosivos, pirotecnia, industria cinematográfica, comercio, jue­
gos con apuestas y sorteos, intermediación y servicios financieros, ener­
gía eléctrica y nuclear y para expedir las leyes del trabajo reglamenta­
rias del artículo 123."5 

'Desde el punto de vista constitucional·laboral. el artículo 123 apartado B, fracción XIII bis de 
la Carta Magna. establece que: "Las entidades de la Administración Pública Federal que formen 
parte del sistema bancario mexicano regirán sus relaciones laborales con sus trabajadores por lo 
dispuesto en el presente apartado". 
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Asi, actualmente es una persona de derecho público dotada de 
autonomia, que ejerce las funciones de banco central y se rige por su ley 
orgánica publicada en el Diario Oficial de la Federación el día 23 de 
diciembre de 1993. Tiene por finalidad proveer a la economía del país 
en moneda nacional, y como objetivo prioritario procurar la estabili­

dad del poder adquisitivo de la moneda, así como promover el sano 

desarrollo del sistema financiero y el buen funcionamiento de los siste­
mas de pagos. Tengamos presente que originalmente se organizó como 
Sociedad Anónima (1925); en 1982 se convirtió en un organismo des­

centralizado y, finalmente eu 1993, en un organismo constitucional au­

tónomo. 
Por ser una persona dotada de autonomia y no un organismo 

descentralizado, se caracteriza porque no se encuentra inserto en nin­

guno de los poderes del Estado, respecto a los que disfruta de indepen­

dencia y a los cuales no se subordina, se encuentra establecido direc­

tamente por la Constitución, y por ser una institución apolítica. 
Tales características se encuentran refrendadas por sendas tesis 

jurisprudenciales emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Na­
ción, tales como la que a continuación se transcribe: 

"ÓRGANOS CONSTITUCIONALES AUTÓNOMOS. NOTAS 
DISTINTIVAS Y CARACTERíSTICAS. El Tribunal en Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto de los órganos cons­

titucionales autónomos ha sostenido que: 1. Surgen bajo una idea 

de equilibrio coustitucional basada en los controles de poder, evolu­

cionando así la teoría tradicional de la división de poderes dejándose de 
concebir la organización del Estado derivada de los tres tradicionales 

(Ejecutivo, Legislativo y Judicial) que, sin perder su esencia, debe con­

siderarse como una distribución de funciones o competencias, hacien­

do más eficaz el desarrollo de las actividades encomendadas al Estado. 
2. Se establecieron en los textos constitucionales, dotándolos de ga­
rantías de actuación e independencia en su estructura orgánica para 

que alcancen los fines para los que fueron creados, es decir, para que 

ejerzan una función propia del Estado que por su especialización e im­

portancia social requería autonomía de los clásicos poderes del Estado. 
3. La creación de este tipo de órganos no altera o destruye la teoría 
tradicional de la d:visión de poderes, pues la circunstancia de que los 
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referidos órganos guarden autonomía e independencia de los poderes 

primarios, no significa que no formen parte del Estado mexicano, pues 
su misión principal radica en atender necesidades torales tanto del Es­
tado como de la sociedad en general, conformándose como nuevos or­
ganismos que se encuentran a la par de los órganos tradicionales. Aten­
to a lo anterior, las características esenciales de los órganos constitu­
cionales autónomos son: a) Deben estar establecidos directamente por 

la Constitución Federal; b) Deben mantener, con los otros órganos del 
Estado, relaciones de coordinación; c) Deben contar con autonomía e 

independencia funcional y financiera; y d) Deben atender funciones 

primarias u originarias del Estado que requieran ser eficazmente aten­

didas en beneficio de la sociedad". (Novena Época, Instancia: Pleno, 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXV, Mayo de 

2007, Tesis: P./J. 20/2007, Página: 1647). 
(Controversia constitucional 31/2006. Tribunal Electoral del Distri­

to Federal. 7 de noviembre de 2006. Mayoría de nueve votos. Ausente: 
Guillermo 1. Ortiz Mayagoitia. Disidente: Genaro David Góngora 

Pimentel. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretarios: Laura Patricia 
Rojas Zamudio y Raúl Manuel Mejía Garza. El Tribunal Pleno, el diecisie­

te de abril en curso, aprobó, con el número 20/2007, la tesis 
jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a diecisiete de 

abril de dos mil siete.) 
Como banco central del país, y de acuerdo con su Ley Orgánica, le 

corresponde también el desempeño de las siguientes funciones: 
Regular la emisión y circulación de la moneda, los cambios, la 

intermediación y los servicios financieros así como los sistemas de pago; 

Operar con las instituciones de crédito como banco de reserva 
y acreditante en última instancia; 

Prestar servicios de tesorería al Gobierno Federal y actuar 
como agente financiero del mismo; 

Fungir como asesor del Gobierno Federal en materia económica, 
y particularmente financiera; 

Participar en el Fondo Monetario Internacional y en otros orga­

nismos de cooperaci6n financiera internacional o que agrupen a bancos 
centrales; y, 

Operar con los organismos a que se refiere el inciso anterior, con 

1I 
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bancos centrales y con otras personas morales extranjeras que ejerzan 

funciones de autoridad en materia financiera. 
De acuerdo con el artículo 26 de la Ley del Banco de México, éste 

organismo autónomo está facultado para establecer las características 

de las operaciones activas, pasivas o de servicios que realicen las insti­

tuciones de crédito 

De conformidad con el4 de la Ley para la Transparencia y Orde­

namiento de los Servicios Financieros, está facultado para emitir dispo­
siciones de carácter general para regular las tasas de interés, comisio­

nes y pagos anticipados de las operaciones que realicen con sus clientes 

las instituciones de crédito, sociedades financieras de objeto limitado y 

las sociedades financieras de objeto múltiple reguladas. 

No obstante, la realidad nos muestra que el Banco de México ha sido 

omiso en dictar reglas suficientes en protección de los intereses del 

público usuario de los servicios bancarios, es omiso en establecer topes 

a las tasas de interés y de comisiones bancarias, es omiso en exigir que 
los intereses que pagan las instituciones de crédito a los ahorradores, 

sean proporcionales a las que cobran cuando conceden crédito, en fin, 

a pesar de las múltiples facultades que le concede la ley, no ha cumplido 

a cabalidad con sus funciones de proteger a los usuarios de la banca, 

salvo accidentales disposiciones como es el caso de aquella que prohíbe 

establecer tasas de interés alternativas para las operaciones activas que 

celebren las instituciones de crédito.6 

Por ello, es indispensable que el Banco de México asuma en forma 

inmediata el rol que le asigna la ley en beneficio de los intereses del 

público, más que los de las instituciones crediticias, como tradicional-

6 Ius 2008. No. Registro: 195,345, Tesis aislada, Materia(s): Civil, Novena Epoca, Instancia: 
Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, VIII, Octubre de 1998, Tesis: P. 
LXIV/98, Página: 383. INTERESES. TASAS DE REFERENCIAALTERNATIVAS EN CON­
TRATOS DE APERTURA DE CRÉDITO (DISPOSICIONES APLICABLES). 

Con anterioridad al dos de enero de mil novecientos noventa y seis, las instituciones bancarias 
podían pactar libremente con su clientela las características de las operaciones activas, sin más 
limitaciones que las establecidas por las disposiciones legales aplicables, según se puede corroborar 
det contenido de la circular 2008/94, emitida por el Banco de México, el diecisiete de febrero de 
mil novecientos noventa y cuatro, en cuya parte introductiva se sei'lala que se incorporan todas 
las disposiciones del referido banco, relativas a operaciones activas, y de su contenido se despren~ 
de que no existía prohibición alguna respecto del establecimiento de referentes alternativos para 
detenninar la tasa de interés aplicable en los contratos de apertura de crédito; por tanto, el pacto 
relativo a que el pago de intereses se detenninaria de acuerdo con el mayor de los índices o 
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mente ha ocurrido. Hoy', por ejemplo, las instituciones de crédito pa­
gan al ahorrador un promedio del 0.3% (cero punto tres por ciento) 
anual por sus depósitos (tasa real negativa, en tanto inferior a la 
inflación), en tanto que cobran a sus deudores generalmente el 15% 

anual o más y muchas veces por arriba del 50% (cincuenta por 
ciento) auual, existiendo cerca de doscientas veces de diferencia 
entre el precio de 10 captado y 10 colocado, 10 que revela una imperdo­
nable inequidad que sólo puede y debe ser moderada por el Banco de 
México, como órgano de control establecido por la Constitución para 
tal efecto, y que ha venido evadiendo tal responsabilidad a la fecha, con 
el pretexto de controlar la inflación, entre otros. Más a6n: seg6n infor­
mación aparecida en "El Siglo de Torreón", el 13 de septiembre de 2008, 
el Costo Anual Total en julio pasado (2008), el Costo Anual Total 
(CAT) que cobraron los bancos en taljetas de crédito se ubicó entre 
42.82 y 113.40 por ciento, seg6n información obtenida por dicho me­
dio de comunicación de la Comisión Nacional para la Protección y De­
fensa de los Usuarios de Servicios Financieros (CONDUSEF). 

Nótese también como las instituciones de crédito otorgan los crédi­
tos documentados en unidades de inversión', en tanto se niegan a reci-

referentes convenidos, no se alejaba de las sanas prácticas bancarias. Sin embargo, a partir del 
dos de enero de mil novecientos noventa y seis. por virtud de la entrada en vigor de la circular 
//4/95 emitida por el mismo banco el seis de noviembre anterior. el establecimiento de referen­
les alternativos (calificados en forma genérica como tasas de referencia alternativa) quedó 
expresamente prohibido a las instituciones de crédito. excepto en las operaciones activas que 
celebren con los intermediarios financieros; por lo que los con/ratos celebrados a partir de 
entonces deben establecer sólo un referente parafijar la tasa de interés. En esas condiciones, en 
los contratos de fecha posterior, en los que se establezcan referentes alternativos para la deter­
minación de la tasa de interés, deberá estarse al primero de dichos indicadores, teniéndose por no 
puestos los restantes. 

Contradicción de tesis 31/98. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Vigé­
simo Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Segundo Circuito. 7 de octubre 
de 1998. Mayoría de diez votos. Disidente y Ponente: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: 
Arturo Aquino Espinosa. 

El Tribunal Pleno en sesión celebrada hoy emitió. con el número LXIV 11998, la tesis aislada que 
antecede; y detenninó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. México, 
Distrito Federal, a siete de octubre de mil novecientos noventa y ocho. 
7 Tres de abril del 2009. 
8 En el Diario Oficial de la Federación del 1 de abril de 1995, se publicó el decreto que creó las 
denominadas .• Unidades de Inversión ", según el cual las obligaciones financieras, las contenidas 
en títulos de crédito, salvo en cheques, y en general las pactadas en contratos mercantiles o en 
otros actos de comercio, podrán denominarse en una unidad de cuenta llamada "Unidad de 
Inversión", cuyo valor en pesos para cada día publicará el Banco de México en el Diario Oficial 
de la Federación de la siguiente manera: 
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bir depósitos en el mismo contexto, sin que autoridad alguna, particu­

larmente el Banco de México, obligue a un trato más equitativo en las 

relaciones acreditado-acreditante o depositante-depositario. Lo ante­

rior no obstante que la propia Ley de Instituciones de Crédito, en el 

primer párrafo del artículo 48 establece que: 

"L3s tasas de interés, comisiones, premios, descuentos, u otros 

conceptos análogos, montos, plazos y demás características de la ope­

raciones activas, pasivas, y de servicios, así como las operaciones con 

oro, plata y divisas, que realicen las instituciones de crédito y la inver­

sión obligatoria de su pasivo exigible, se sujetarán a lo dispuesto por 

la Ley Orgánica del Banco de México, con el propósito de atender nece­

sidades de regulación monetaria y crediticia". 

Luego, se advierte con meridiana claridad que el Banco de México no 

hace uso de tal atribución y por consiguiente tolera y permite, fomen­

tando así, semejantes abusos contra los usuarios de la banca. 

Seguramente por ello, recientemente', el Senado de la República 

aprobó un paquete de adiciones y reformas a diversas leyes financieras, 

entre las que destacan la Ley para la Transparencia y Ordenamiento 

de los Servicios Financieros, la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley 

del Banco de México, con el objeto fundamental de obligar, ya no facul-

. A más tardar el día 10 publicará el valor correspondiente a los días 11 al25 del mes respectivo: 
. A más tardar el día 25 de cada mes publicará el valor correspondiente a los dias 26 de ese mes 

al 10 del mes inmediato siguiente. • 
De acuerdo con aquel decreto, las obligaciones denominadas en VDl se. consideran de monto 

determinado, y se solventarán entregando su equivalente en moneda nac~nal a cuyo efecto 
deberá multiplicarse el monto de la obligación expresada en VOl por el valór·que tenga el dia de 
pago, tal como se hace con obligaciones contraídas en moneda extranjera. Luego, las UOI son 
sólo una forma de expresar el importe de adeudos contraídos en pesos. 

Las variaciones al valor de la UDI reflejan o incluyen la inflación diaria, y corresponden a las 
del índice Nacional de Precios al Consumidor, de acuerdo al procedimiento que el Banco de 
M~ico determine y publique en el Diario Oficial de la Federación. 

La creación de éste instrumento obedeció a que en aquella época existía una alta volatilidad en 
los mercados financieros. durante la cual las tasas de inflación pasaron de Óii2% en 1994 a 
42.78% en 1995. Como respuesta a ésta problemática, se introdujo en nuestio sistema legal y 
financiero la figura de las Unidades de Inversión, a efecto de procurar un medio que pennitiera 
evitar el empleo de sistemas de financiamiento frecuentemente ruinosos para los deudores, como 
el pacto de pagar intereses sobre intereses que soJían utilizar los bancos para protegerse contra la 
pérdida del valor adquisitívo de la moneda. Esta herramienta financiera no constituye una nove~ 
dad, pues en su diseño e implantación se tomó en cuenta la experiencia de Chile (Unidades de 
Fomento) y de Colombia (Unidades de Poder Adquisitivo Constante), que años antes habian 
establecido instrumentos semejantes. 

9 Gaceta del Senado de la República, número 370, martes 21 de abril del 2009. 
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tar, al Banco de México a emitir disposiciones de carácter general para 
regular las tasas de interés activas y pasivas, comisiones y pagos antici­
pados y adelantados de las operaciones que celebren con sus clientes 
tanto las instituciones de banca múltiple, las sociedades financieras de 
objeto limitado y las sociedades financieras de objeto múltiple regula­
das, circunstancia ésta última que resulta limitativa en cuanto deja ple­
namente vigente la libertad de las sociedades financieras de objeto 
múltiple no reguladas, para establecer las tasas de interés activas y 

pasivas unilateralmente, a través de los contratos de adhesión que 
celebran, en perjuicio de sus clientes. 

De igual forma se pretende que el Banco de México propicie que las 
instituciones de crédito, las sociedades financieras de objeto limitado y 
las de objeto múltiple reguladas otorguen créditos o préstamos en 
condiciones accesibles y para ello deberá tomar en cuenta ¡as condi­
ciones de financiamiento prevalecientes en el mercado nacional, el cos­
to de captación, los costos para el otorgamiento y administración de 
los créditos, las probabilidades de incumplimiento y pérdidas previsi­
bles, la adecuada capitalización de las instituciones y otros aspectos 
pertinentes al caso. De hecho, toda la reforma está orientada práctica­
mente hacia esos mismos fines. 

Es verdaderamente lamentable que se haga necesaria la intervención 
-por cierto insuficiente- del H. Congreso de la Unión para proveer a que 
el Banco de México cumpla con el deber que le corresponde como regu­
lador del crédito, de los sistemas de pago y de las comisiones y tasas de 
interés en el país, función que ha abandonado desde hace largo tiempo, 
con el pretexto de dejar que las fuerzas de la libre competencia entre las 
instituciones bancarias y las otras -de objeto limitado y de objeto múl­
tiple reguladas- sean quienes determinen esos factores económicos. oc 

Sin embargo, las estadísticas muestran que los ingresos de la banca 
por concepto de comisiones representan entre el 30% y el 50% de sus 
ingresos totales. Por ejemplo, los datos disponibles al mes de junio, in­
dican que los ingresos de Scotiabank por concepto de comisiones re­
presentaron el 24.95%, en BBVA el 35.12%, Banamex 40.38%, en HSBC 
el 50.37% y Santander el 59.34%. De acuerdo a la Asociación de Bancos 
de México, los mexicanos destinan cada año cerca de 700 pesos al pago 
de comisiones bancarias. 

10 Gaceta del senado número 326, 29 de junio de 2009: "Los ingresos de la banca se concentran 
en comisiones por servicios. 
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Una banca fundamentalmente extranjera y con rasgos oligopolios. 
La banca mexicana ocupa los primeros lugares de extranjerización a nivel mundial con un 90% 

de su capital contable de origen extranjero; sólo 5 bancos de los 42 existentes, controlan el 65% 
del mercado. A nive11atinoamericano, ocupamos el primer lugar en el número, costo y volwnen 
de comisiones, así como en denuncias por fraude bancario por parte de los usuarios. 

Restricción estructural del crédito respeclo al PIB 
En 1994, el crédito total vigente se ubicó en el orden del 40% respecto al Producto Interno 

Bruto; tras la crisis de 1995 y del rescate bancario, el crédito se restringió. Aún a pesar del 
incremento del crédito al consumo registrado en los últimos años, la proporción del crédito 
bancario respecto al PIB en junio de 2008, sólo fue del 13.10/0, una proporción menor en 65% 
respecto al año de 1994. 

Limitado competitividad bancaria 
La disponibilidad de crédito bancario es uno de los pilares de la competitividad de las economías 

desarrolladas. En el contexto internacional, tomando como referencia datos publicados por del 
Banco Mundial en 2008, muestra que el crédito bancario al sector privado respecto al PlB en 
2005 muestra que Suiza tiene una proporción de 171%, Reino Unido de 160%., Espatia de 1260/0, 
la Republica de Corea de 970/0, Chile de 63% y, en el ámbito del TLCAN, Canadá registra 760/0, 
Estados Unidos 480/0, mientras que en el caso Mexicano sólo se ubica en un 13% del crédito 
respecto al PIB. 

México experimenta uno de los niveles más bajos de financiamiento para el desarrollo, conse~ 
cuencia por una parte de la desarticulación de objetivos de la banca privatizada con el financiamiento 
del desarrollo industrial y por otra parte, el desmantelamiento de la" Banca de Desarrollo con la 
fusión de facto de NAFINSAy BANCOMEXT. 

Limitado acceso al crédito al sector productivo 
Los resultados de la Encuesta de Evaluación Coyuntural del Mercado Crediticio del Banco de 

México al tercer semestre de 2008, muestran que en el 70% de las empresas no utilizaron el 
crédito bancario por las altas tasas de interés (34%), negativa de la banca (7%), rechazo de 
solicitudes (10%) y cartera vencida (7.5%). 

Esta misma encuesta muestra que las principales fuentes de financiamiento de las empresas en 
México continua siendo el de los proveedores con un 53.3% una proporción superior a los que 
recurren a la banca con un 22.4%. 

La actual asignación del crédito bancario limita la generación de empleos. 
Si lo analizamos por tamaño de empresas y generación de empleo podemos observar que las 

microempresas representan el 95% del total de las empresas en México y generan el 49% de los 
empleos en el país y no pueden acceder al crédito bancario por falta de garantías o por no ser 
sujetos de crédito por parte de los bancos. De los datos disponibles a 2008 sabemos que mientras 
que el 0.2% de las grandes empresas tiene acceso a los recursos de la banca en alrededor del 60 % 
del total, las pequellas empresas que representan el 4% del total solo tienen acceso al 16.3% del 
crédito bancario, estos datos son reveladores sobre las distribución disfuncional de los recursos de 
la banca por tamaño de empresas privilegia a un segmento que es el principal generador de 
empleos. 

Limitaciones en el marco jurídico para contener el incremento de las tasas de interés y 
comisiones bancarias 

Desde la aprobacióll de las reformas al sistema bancario en 2007, el costo para los usuarios por 
usar una tarjeta de crédito reportó un aumento de 44% durante 2008. En enero del año pasado las 
tarjetas de crédito que presentaron el menor Costo Anual Total fueron Santander, Inbursa y 
Afirme con 37%, 42.82% Y 45.670/0, respectivamente, sin embargo estas condiciones se fueron 
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modificando en el curso del afto para alcanzar en enero de 2009 los siguientes niveles: la Santander 
Light un CAT de 59.680/0, seguido de la Inbursa Efe Clásica con un costo de 50.72% Y la Clásica 
de Afirme con un 47.58%. 

Por su parte, las tarjetas de crédito con el CAT más alto en enero de 2008 fueron Spira Clásica 
de lnvex, Bancomer Rayados y La Verde de Banamex con 102.630/-0, 72.02% Y 64.90% respec­
tivamente. Para enero de 2009 las condiciones también se modificaron ubicándose en 113.40%, 
81% Y en 77.020/0, en ese mismo orden. 

Incremento de 50% de la morosidad de las tarjetas de credito 
Los primeros efectos de la recesión mexicana se pueden observar en la contracción del empleo 

y el menor poder adquisitivo de los mexicanos, sobre todo por el incremento del costo de los 
alimentos. 

El índice de morosidad en tarjeta de crédito cerró el afta en 10.5%, un aumento de 3.6 puntos 
respecto del 2007. Según cifras de la Condusef, al cierre del 2008, de 700 mil créditos se elevo 
hasta 1,300,000 usuarios de créditos al consumo cayeron en cartera vencida. La cartera vencida 
en el crédito al consumo llegó en diciembre de 2008 a 41 mil 375 millones de pesos, lo que 
significó un incremento de 50.3 % con respecto al monto registrado en diciembre de 2007, 
cuando se ubicaba en 27 mi1514.2 millones. 

El segmento de la cartera vencida correspondiente a tarjetas de crédito elevó de 10.32 a 10.51 
% su ¡ndice de morosidad entre noviembre y diciembre de 2008. En el último mes del aí'lo su 
monto fue de 31 mil 554 millones de pesos, cantidad 53.1 por ciento mayor a la observada en el 
mismo mes de 2007, cuando los recursos en moratoria se situaban en 20 mil 609 millones de 
pesos. 

Incremento del 41% de la cartera vencida en el sector hipotecario 
La cartera vencida entre los deudores de hipotecas llegó en noviembre de 2008, a 10 mil 299.8 

millones de pesos, cantidad que representó un incremento de 41.54 % en comparación con el 
mismo mes de 2007, En los 10 meses precedentes, la tasa anual izada de crecimiento de la cartera 
vencida hipotecaria fue de 37.8 % en promedio. 

El financiamiento hipotecario, al igual que el obtenido para cubrir bienes de consumo, principal­
mente a partir de tarjetas de crédito, está relacionado directamente con la capacidad de pago de 
las familias. En el caso del llamado dinero plástico, como reportó la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores (CNBV) el 18 de diciembre pasado, la cartera vencida llegó a 32 mili 00.36 millones 
de pesos, cifra que no tiene precedente en cuanto a su magnitud y que representó un crecimiento 
anual de 55.7 por ciento. 

Comportamiento de la cartera vencida en el sector empresarial 
Incremento de 73% en el sector industrial 
En el caso del sector industrial, actividad que contribuye con una tercera parte del PlB, la cartera 

vencida con la banca comercial llegó en noviembre a 4,884 millones de pesos, cantidad 
que representó un incremento de73% en comparación con el mismo mes de 2007. 

La construcción registro un incremento de 92 % 
En la industria, las empresas del ramo de la construcción reportaron en noviembre una cartera 

vencida de 2, 925.3 millones de pesos, incremento de 92 por ciento en comparación con el saldo 
reportado en el mismo mes de 2007. 

El sector manufacturero registro un incremento del 28% 
Otro de los componentes de la industria, la manufactura ·que por si sola contribuye con poco 

más de una quinta parte del producto interno bruto- registró en noviembre de 2008 una cartera 
vencida con la banca comercial de 1, 703.2 millones de pesos, cantidad superior en 28.4 por 
ciento a la del mismo periodo de 2007. 

La cartera vencida del sector minero se incremento 16 veces. 

---~-~--

11 .' 
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En este orden de ideas, finalmente el 25 de junio del año en curso, se 
aprobaron sendas reformas legales, particularmente a la Ley para la 

Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, que obli­

garon al Banco de México a proveer al control de las comisiones" abusivas 
cobradas por los bancos, mediante la circular que se vio literalmente 

obligado a emitir, número 17/2009", publicada en el Diario Oficial de la 
Federación del 21 de julio del mismo año, circunstancias que revelan 

que la hipótesis planteada al inicio de ésta tesis es correcta, al grado de 

que se han cristalizado, por lo menos en forma parcial, las limitaciones 

indispensables al abuso en el cobro de algunas comisiones e intereses 

bancarios, aunque por el momento solo se haya atendido el importe de 

las primeras. 

Algunos financieros piensan que el problema de los abusos en 

comisiones e intereses habría de resolverse mediante un sistema de 

competencia entre las diversas instituciones, pero está demostrado que 
tal afirmación no es correcta. Con una banca de capital extranjero, como 

es la mexicana, no podemos aspirar a que la "libre competencia" entre 

instituciones bancarias constituya un verdadero factor de control en 

los cobros de las tasas de interés. Es imperativo, a mi juicio, la interven­
ción del Banco de México en éste renglón, antes de que nuevamente 

tenga que intervenir el H. Congreso de la Unión haciendo una tarea para 

la que ya está facultado suficientemente el Banco Central Mexicano. 

Luego, recordemos que este planteamiento que hoy hace el Senado, y 

que ha sido enviado a la Cámara Baja para los efectos de su eventual 

aprobación, que al día de hoy 21 de julio del 2009 es una realidad, cons­

tituye parte de los motivos que tuvimos presentes al iniciar la tesis que 

hoy se redacta: señalar la inactividad, la actitud culpablemente omisiva 

del Banco Central para regular las tasas de interés activas y pasivas, las 

comisiones y el márgen de ganancia que debe existir entre la captación 

y la colocación y recuperación de los recursos del público ahorrador, 

por lo que también hemos podido apreciar que se ha venido abriendo la 

En la minería. la cartera vencida de las empresas del sector con la banca comercial se disparó de 
15.2 millones a 255.6 millones de pesos entre noviembre de 2007 y el mismo mes de 2008. una 
tasa de crecimiento de 1582%." Tomás Torres Mercado. Senador de la República a la LX 
Legislatura. 
11 Comisión es cualquier cargo, independientemente de su denominación o modalidad diferente 
al interés, que una entidad cobre a un cliente. 
12 Ver anexo al final del capitulo. 
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posibilidad de que al lado del concepto de "Costo Anual Total"", previs­

to por la Ley de Transparencia y Fomento a la Competencia en el Crédito 
Garantizado, se establezca el de "Ganancia Anual Tota!"", con la finali­
dad de que la población en general esté informada de los rendimientos 
reales que otorgan las instituciones de crédito y las entidades de ahorro 
y crédito popular, según propuesta del senador Tomás Torres. 

2.2.3. COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES. 

Con fecha 28 de abril de 1995, se publicó en el Diario Oficial la Ley que 
ere a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores como órgano 

desconcentrado de la Secretaria de Hacienda y Crédito Público, con 
autonomía técnica y facultades ejecutivas en el ejercicio de sus atribu­

ciones. Dicha Comisión tiene por objeto fundamental supervisar y regu­

lar en el ámbito de su competencia, a las entidades financieras, a fin de 
procurar su estabilidad y correcto funcionamiento, así como mantener 
y fomentar el sano y equilibrado desarrollo del sistema financiero en su 

conjunto, en protección de los intereses del público. También supervi­

sa y regula a las personas físicas o morales cuando realicen actividades 
relativas al sistema financiero. Con el surgimiento de esta institución se 
extinguieron las comisiones nacionales Bancaria y la de Valores. 

De acuerdo con el artículo 4 de la Ley de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores, a ésta corresponde: 

1.- Realizar la supervisión de las entidades financieras, los organis­
mos de integración, así como de las personas físicas y demás personas 

morales cuando realicen actividades previstas en las leyes relativas 
al sistema financiero; 

11.- Emitir en el ámbito de su competencia la regulación prudencial a 
que se sujetarán las entidades; 

111.- Dictar normas de registro de operaciones aplicables a las enti­
dades; 

13 Es la anualización de todos los costos directos del crédito (valor del crédito, tasa de interés, 
gastos investigación, seguros, avalúos. comisión por apertura, otro tipo de comisiones y estudios 
de garantía) excluyendo contribuciones locales y federales, trámites y servicios prestados por 
terceros. En otras palabras, el Costo Anual Total (CAT) se refiere a todos los cargos inherentes 
a un financiamiento, como son intereses, comisiones y cargos adicionales, entre otros. 
14 Gaceta del Senado. Número 370. 
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IV.- Fijar reglas para la estimación de los activos y, en sn caso, 

de las obligaciones y responsabilidades de las entidades, en los 

términos qne señalan las leyes; 
V.- Expedir normas respecto a la información que deberán propor­

cionarle periódicamente las entidades; 

VI.- Emitir disposiciones de carácter general que establezcan las 

características y requisitos que deberán cumplir los auditores de las 

entidades, así como sus dictámenes; 

VlI.- Establecer los criterios a que se refiere el artículo 20. de la Ley 

del Mercado de Valores, así como aquéllos de aplicación general en el 

sector financiero acerca de los actos y operacioues que se consideren 

contrarios a los usos mercantiles, bancarios y bursátiles o sanas prácti­

cas de los mercados financieros y dictar las medidas necesarias para 

que las entidades ajusten sus actividades y operaciones a las leyes 

que les sean aplicables, a las disposiciones de carácter general que de 

ellas deriven y a los referidos usos y sauas prácticas; 

VlII.- Fungir como órgano de consulta del Gobierno Federal en 

materia financiera; 

IX.- Procurar a través de los procedimientos establecidos en las le­

yes que regulan al sistema financiero, que las entidades cumplan debida 

y eficazmente las operaciones y servicios, en los términos y condicio­

nes concertados, con los usuarios de servicios financieros; 

X.- (Se deroga). 

XI.- Autorizar la constitución y operación, asi como determinar 

el capital mínimo, de aquellas entidades que señalan las leyes; 

XII.- Autorizar a las personas físicas que celebren operaciones con el 

público, de asesoría, promoción, compra y venta de valores, como apo­

derados de los intermediarios del mercado de valores, en los términos 

que señalen las leyes aplicables a estos últimos; 

XIII.- Determinar o recomendar que se proceda a la amonestación, 

suspensión o remoción y, en su caso, inhabilitación de los conseje­

ros, directivos, comisarios, delegados fiduciarios, apoderados, funcio­

narios, auditores externos independientes y demás personas que pue­

dan obligar a las entidades, de conformidad con lo establecido en las 

leyes que las rigen; 
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XIV.- Ordenar la suspensión de operaciones de las entidades de acuer­
do a lo dispuesto en esta Ley; 

XV.- Intervenir administrativa o gerencialmente a las entidades, con 
objeto de suspender, normalizar o resolver las operaciones que pongan 
en peligro su solvencia, estabilidad o liquidez, o aquéllas violatorias de 
las leyes que las regulan o de las disposiciones de carácter general que 
de ellas deriven, en los términos que establecen las propias leyes; 

XVI.- Investigar aquellos actos de personas ftsicas, así como de per­
sonas morales que no siendo entidades del sector financiero, hagan 
suponer la realización de operaciones violatorias de las leyes que rigen 
a las citadas entidades, pudiendo al efecto ordenar visitas de inspección 
a los presuntos responsables; 

XVlI.- Ordenarla suspensión de operaciones, así como intervenir 
administrativa o gerencialmente, según se prevea en las leyes, la nego­
ciación, empresa o establecimientos de personas ftsicas o a las personas 
morales que, sin la autorización correspondiente, realicen actividades 
que la requieran en términos de las disposiciones que regulan a las 
entidades del sector financiero, o bien proceder a la clausura de sus 
oficinas; 

XVIlI.- Investigar actos o hechos que contravengan lo previsto en la 
Ley del Mercado de Valores, para lo cual podrá practicar visitas que 
versen sobre tales actos o hechos, así como emplazar, requerir 
información o solicitar la comparecencia de presuntos infractores y 
demás personas que puedan contribuir al adecuado desarrollo de la 
investigación; 

XIX.- Imponer sanciones administrativas por infracciones a las 
leyes que regulan las actividades, entidades y personas sujetas a su 
supervisión, así como a las disposiciones que emanen de ellas y, en su 
caso, coadyuvar con el ministerio público respecto de los delitos pre­
vistos en las leyes relativas al sistema fmanciero; 

XX.- Conocer y resolver sobre el recurso de revocación que se inter­
ponga en contra de las sanciones aplicadas, así como condonar total o 
parcialmente las multas impuestas; 

XXI.- Intervenir en los procedimientos de liquidación de las entida­
des en los términos de ley; 

XXIl.- Determinar los días en que las entidades deberán cerrar sus 
puertas y suspender sus operaciones; 
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XXIlI.- Elaborar y publicar estadísticas relativas a las entidades y 
mercados financieros; 

XXIV.- Celebrar convenios con organismos nacionales e internacio­

nales con funciones de supervisión y regulación similares a las de la 
Comisión, así como participar en foros de consulta y organismos de 

supervisión y regulación financieras a nivel nacional e internacional; 

XXV.- Proporcionar la asistencia que le soliciten las instituciones 

supervisoras y reguladoras de otros países, para lo cual en ejercicio de 

sus facultades de inspección y vigilancia, podrá recabar respecto de 
cualquier persona la información y documentación que sea objeto de la 

solicitud; 

XXVI.- Intervenir en la emisión, sorteos y cancelación de títulos o 

valores de las entidades, en los términos de ley, cuidando que la circu­

lación de los mismos no exceda de los limites legales; 

XXVII.- Aplicar a los servidores públicos de las instituciones de ban­

ca múltiple en las que el Gobierno Federal tenga el control por su parti­

cipación accionaria y de las instituciones de banca de desarrollo las 

disposiciones, así como las sanciones previstas en la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos que correspondan a las 

contralorias internas, sin perjuicio de las que en términos de la propia 

Ley, compete aplicar a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Admi­

nistrativo; 

XXVIII.- Llevar el Registro Nacional de Valores e Intermediarios y 

certificar inscripciones que consten en el mismo; 

XXIX.- Autorizar, suspender o cancelar la inscripción de valores y 

especialistas bursátiles en el Registro Nacional de Valores e Interme­

diarios, así como suspender la citada inscripción por lo que hace a las 

casas de bolsa; 

XXX.- Supervisar a los emisores de valores inscritos en el Registro 

Nacional de Valores e Intermediarios, respecto de las obligaciones que 

les impone la Ley del Mercado de Valores; 

XXXI.- Dictar las disposiciones de carácter general relativas a la 

forma y términos en que las sociedades emisoras que dispongan de 

información privilegiada. tendrán la obligación de hacerla de conoci­

miento del público; 

XXXII.- Expedir normas que establezcan los requisitos mínimos de 
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divulgación al público que las instituciones calificadoras de valores 

deberán satisfacer sobre la calidad crediticia de las emisiones que éstas 
hayan dictaminado y sobre otros aspectos tendientes a mejorar los 
servicios que las mismas prestan a los usuarios; 

XXXIII.- Emitir reglas a que deberán sujetarse las casas de bolsa al 
realizar operaciones con sus accionistas, consejeros, directivos y em­
pleados; 

XXXIV.- Autorizar y vigilar sistemas decompensación, de informa­
ción centralizada, calificación de valores y otros mecanismos tendien­
tes a facilitar las operaciones o a perfeccionar el mercado de valores; 

XXXV.- Ordenar la suspensión de cotizaciones de valores, cuando 
en su mercado existan condiciones desordenadas o se efectúen opera­
ciones no conformes a sanos usos o prácticas; 

XXXVI.- Emitir las disposiciones necesarias para el ejercicio de las 
facultades que esta Ley y demás leyes le otorgan y para el eficaz cumpli­
miento de las mismas y de las disposiciones que con base en ellas se 
expidan; 

XXXVII.- Regular los contratos de adhesión, publicidad y estados de 
cuenta de que empleen las entidades financieras a que se refiere la 
Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financie­
ros, en los términos señalados en el referido texto legal, y 

XXXVIII.- Las demás facultades que le estén atribuidas por esta Ley, 

por la Ley Reglamentaria de la Fracción XIII Bis del Apartado B, del 
Artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­
nos y por otras leyes. 

Además, registra, vigila y supervisa a los centros cambiarios y 
transmisores de fondos, de acuerdo con la reforma del 3 de agosto del 
2011. 

2.2.4. COMISiÓN NACIONAL DE SEGUROS Y FIANZAS. 

La Comisión Nacional de Seguros y Fianzas esun órgano descon­
centrado de la Secretaria de Hacienda y Crédito Publico, que tiene por 
objeto fundamental llevar a cabo funciones de inspección y vigilancia 
de las instituciones de seguros y fianzas, en los términos de la Ley 
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y la 

11--
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Ley Federal de Instituciones de Fianzas, con la finalidad de que ajnsten 
su actividad a la ley y demás normas aplicables. 

De acuerdo con el artículo 108 de la' Ley General de InstituciQnes y 

Sociedades Mutualistas de Seguros, tiene las siguientes atribuciones: 

1.- Realizar la inspección y vigilancia que conforme a ésta y otras 

leyes le competen; 

lI.- Fungir como órgano de consulta de la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público tratándose del régimen asegurador y en los demás ca­

sos que las leyes determinen; 

lIl.- Imponer sanciones administrativas por infracciones a ésta y a 

las demás leyes que regulan las actividades, instituciones y personas 

sujetas a su inspección y vigilancia, así como a las disposiciones que 

emanen de ellas. Tales sanciones podrán ser amonestaciones o, cuando 

así lo establezcan las leyes y disposiciones que emanen de ellas, 

suspensiones temporales de actividades, vetos o inhabilitaciones para 

el desempeño de actividades así como muItas. 

Corresponderá a la Junta de Gobierno de la Comisión, la imposición 

de sanciones, la que podrá delegar esta atribución en el Presidente y los 

demás servidores públicos de la misma, en razón de la naturaleza de la 

infracción o del monto de las multas y tendrá asimismo la facultad 

indelegable de condonar, en su caso, total o parcialmente las multas 

impuestas. Las multas impuestas en los términos de la presente Ley y 

demás leyes que regulan las actividades, instituciones y personas suje­

tas a la inspección y vigilancia de la citada Comisión así como a las dis­

posiciones que emanen de ellas, deberán ser pagadas dentro de los quince 

días hábiles siguientes a la fecha de su notificación y cuando el infractor 

promueva cualquier medio de defensa legal en contra de la mnlta qne se 

le hnbiere aplicado, en caso de que ésta resuIte confirmada, total o par­

cialmente, su importe deberá ser cubierto de inmediato una vez que se 

notifique al infractor la resolución correspondiente. 

En contra de las sanciones procederá el recurso de revocación, mis­

mo que deberá interponerse por escrito dentro de los quince días 

hábiles siguientes al de su notificación y deberá agotarse antes de 

proceder al ejercicio de cualquier otro medio de impugnación. 

El recurso señalado deberá interponerse ante la Junta de Gobierno de 

la Comisión, cuando la sanción haya sido emitida por ese cuerpo cole-
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giado O por el Presidente de la Comisión o, ante este último, cuando se 

trate de sanciones impuestas por los otros servidores públicos de ese 
órgano desconcentrado. El escrito en que la parte afectada interponga 
el recurso, deberá contener la expresión del acto impugnado y los agra­
vios que el mismo cause, ofreciendo y cuando sea posible acompañan­
do, las pruebas que al efecto juzgue convenientes. 

Cuando no se señale el acto impugnado o no se expresen agravios, la 
autoridad competente desechará por improcedente el recurso inter­
puesto. Si se omitieron las pruebas, se tendrán por no ofrecidas. 

La resolnción del recurso de revocación podrá ser desechando, 
confirmando, mandando reponer por uno nuevo que lo sustituya o re­
vocando el acto impugnado y deberá ser emitida en un plazo no supe­
rior a los cuarenta y cinco días hábiles posteriores a aquél en que se 
interpuso el recurso, cuando deba ser resuelto por el Presidente de la 
Comisión, ni de sesenta días hábiles cuando se trate de recursos compe­
tencia de la Junta de Gobierno. 

La interposición del recurso de revocación suspenderá la ejecución 
de la sanción impuesta. Si ésta se confirma total o parcialmente, la reso­
lución del recurso respectivo dispondrá lo conducente para que la san­
ción sea ejecutada de inmediato, una vez que se notifique la misma; 

IV.- Emitir las disposiciones necesarias para el ejercicio de las facul­
tades que la Ley le otorga y para el eficaz cumplimiento de la misma, así 
como de las reglas y reglamentos que con base en ella se expidan y 
coadyuvar mediante la expedición de disposiciones e instrucciones a 
las instituciones y sociedades mutualistas de seguros, y las demás 
personas y empresas sujetas a su inspección y vigilancia, con las políti­
cas que en esas materias competen a la Secretaria de Hacienda y Crédito 
Público, siguiendo las instrucciones que reciba de la misma; 

IV. Bis.- Emitir, en el ámbito de su competencia, las normas de ca­
rácter prudencial orientadas a preservar la solvencia, liquidez y estabi­
lidad financiera de las instituciones y sociedades mutualistas de segu­
ros. 

V.- Presentar opinión a la Secretaria de Hacienda y Crédito Público 
sobre la interpretación de esta Ley y demás relativas en caso de duda 
respecto a su aplicación; 

VI.- Hacer los estudios que se le encomienden y presentar a la Secre-

---rr- ---,------
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taria de Hacienda y Crédito Público, las sugerencias que estime 

adecuados para perfeccionarlos; así como cuantas mociones o ponen­
cias relativas al régimen asegurador estime procedente elevar a dicha 
Secretaría; 

VII.- Coadyuvar con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 

en el desarrollo de políticas adecuadas para la selección de riesgos 

técnicos y financieros en relación con las operaciones practicadas 
por el sistema asegurador, siguiendo las instrucciones que reciba de la 
propia Secretaría; 

VIII.- Intervenir, en los términos y condiciones que esta Ley señala, 

en la elaboración de los reglamentos y reglas de carácter general a que 

la misma se refiere; 

VIII Bis.- Proporcionar a las autoridades financieras del exterior, 

información que reciba de las personas y empresas que supervisa, siem­

pre que tenga suscritos con dichas autoridades acuerdos de intercam­
bio de información en los que se contemple el principio de reciproci­
dad, debiendo en todo caso abstenerse de proporcionar la información 

cuando a su juicio ésta pueda ser usada para fines distintos a los de la 

supervisión, o bien por causas de orden público, seguridad nacional o 

por cualquier otra causa convenida en los acuerdos respectivos. 
IX.- Formular anualmente sus presupuestos que someterá a la auto­

rización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

X.- Rendir un informe anual de sus labores a la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público; 

XI.- Las cuotas correspondientes a los servicios de inspección y vigi­

lancia de la Comisión Nacional de Seguros y Fianzas, a que se refiere el 

artículo 106 de esta Ley, se destinarán a cubrir el presupuesto de la 

Comisión. En caso de que al finalizar el ejercicio presupuestal, existiera 

saldo proveniente de los ingresos por concepto de derechos a que se 

refiere esta fracción, se transferirá la parte no comprometida del pre­
supuesto a una reserva especial de la Comisión, la que será destina­

da a la cobertura de gastos correspondientes a posteriores ejercicios, 

para garantizar la continuidad de sus programas, pero en ningún caso 
podrá aplicarse para realizar pagos no previstos en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación, reduciendo en su caso el impacto sobre 

recursos federales o cuotas adicionales para las instituciones o perso-
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nas sujetas a la inspecci6n y vigilancia de la Comisi6n, y XII.- Las demás 

que le están atribuidas por esta ley y otros ordenamientos legales res­
pecto al régimen asegurador, siempre que no se refieran a meros actos 
de vigilancia o ejecuci6n 

Las facultades a que se refieren las fracciones VII, IX Y X de este 
articulo, son indelegables.· 

De acuerdo con el articulo 68 de la Ley Federal de Instituciones de 
Fianzas, en ésta materia a la comisi6n le corresponde además de las que 
se le atribuyen en otros articulos de la Ley, las siguientes: 

1.- Actuar como cuerpo de consulta de la Secretaria de Hacienda y 
Crédito Público en los casos que se refieran al régimen afianzador y en 
los demás que la ley determine. 

11.- Hacer los estudios que se le encomienden y presentar a la Secre­
taria de Hacienda y Crédito Público, las sugestiones que estime 

adecuadas para perfeccionarlos; asi como cuantas mociones o ponen­
cias relativas al régimen afianzador estime procedente elevar a dicha 
Secretaria; 

111.- Coadyuvar con la Secretaria de Hacienda y Crédito Público 
en el desarrollo de politicas adecuadas para la asunci6n de responsabi­
lidades y aspectos financieros en relaci6n con las operaciones del siste­
ma afianzador, siguiendo las instrucciones que reciba de la propia Se­
cretaria, y 

IV.- Proveer las medidas que estime necesarias para que las institu­
ciones de fianzas cumplan con las responsabilidades contraidas con 
motivo de las fianzas otorgadas; 

IV.- Bis.- Emitir, en el ámbito de su competencia, las normas de ca­
rácter prudencial orientadas a preservar la solvencia, liquidez y estabi­
lidad financiera de las instituciones de fianzas; 

V.- Imponer sanciones administrativas por infracciones a ésta y a las 
demás leyes que regulan las actividades, instituciones y personas 
sujetas a su inspecci6n y vigilancia, as! como a las disposiciones que 
emanen de ellas. 

Tales sanciones podrán ser amonestaciones o, cuando asi lo establez­
can las leyes y disposiciones que emanen de ellas, suspensiones tempo­
rales de actividades, vetos o inhabilitaciones para el desempaño de 
actividades as! como multas. 

11 
DR © 2012, Instituto de Investigaciones Jurídicas



EL SISTEMA BANCARIO MEXICANO 87 

Corresponderá a la Junta de Gobierno de la Comisión, la imposición 

de sanciones, la que podrá delegar esta atribución en el Presidente y los 
demás servidores públicos de la misma, en razón de la naturaleza de la 
infracción o del monto de las multas y tendrá asimismo la facultad 
indelegable de condonar, en su caso, total o parcialmente las multas 
impuestas. 

Las multas impuestas en los términos de la presente Ley y demás 
leyes que regulan las actividades, instituciones y personas sujetas a 
la inspección y vigilancia de la citada Comisión, así como a las disposi­
ciones que emanen de ellas, deberán ser pagadas dentro de los quince 

días hábiles siguientes a la fecha de su notificación y cuando el 

infractor promueva cualquier medio de defensa legal en contra de la 

multa que se le hubiere aplicado en caso de que ésta resulte confirmada, 
total o parcialmente, su importe deberá ser cubierto de inmediato una 
vez que se notifique al infractor la resolución correspondiente. 

En contra de las sanciones procederá el recurso de revocación, mis­

mo que deberá interponerse por escrito dentro de los quince días 
hábiles siguientes al de su notificación y deberá agotarse antes de 
proceder al ejercicio de cualquier otro medio de impugnación. 

El recurso señalado deberá interponerse ante la Junta de Gobierno de 

la Comisión, cuando la sanción haya sido emitida por ese cuerpo cole­
giado o por el Presidente de la Comisión o, ante este último cuando se 
trate de sanciones impuestas por los otros servidores públicos de ese 
órgano des concentrado. El escrito en que la parte afectada interponga 

el recurso, deberá contener la expresión del acto impugnado y los agra­

vios que el mismo cause, ofreciendo y cuando sea posible acompañan­

do, las pruebas que al efecto juzgue convenientes. 
Cuando no se señale el acto impugnado o no se expresen agravios, la 

autoridad competente desechará por improcedente el recurso inter­

puesto. Si se omitieron las pruebas, se tendrán por no ofrecidas. 

La resolución del recurso de revocación podrá ser desechando, 
confirmando, mandando reponer por uno nuevo que 10 sustituya o re­
vocando el acto impugnado y deberá ser emitida en un plazo no supe­

rior a los cuarenta y cinco días hábiles posteriores a aquél en que se 

interpuso el recurso, cuando deba ser resuelto por el Presidente de la 
Comisión, ni de sesenta días hábiles cuando se trate de recursos compe­

tencia de la Junta de Gobierno. 
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La interposición del recurso de revocación suspenderá la ejecución 

de la sanción impuesta. Si ésta se confirma total o parcialmente, la reso­
lución del recurso respectivo dispondrá lo conducente para que la san­

ción sea ejecutada de inmediato, una vez que se notifique la misma; y 
VI.- Las demás que le están atribuidas por esta Ley y otros 

ordenamientos legales respecto a la fianza a que se refiere esta Ley, 
siempre que no se trate de meros actos de vigilancia o ejecución." 

2.2.5. COMISIÓN NACIONAL DEL SISTEMA DE AHORRO 
PARA EL RETIRO (CONSAR). 

La Ley de Sistemas de Ahorro para el Retiro publicada en el Diario 

Oficial del 23 de mayo de 1996, establece a la CONSAR como órgano 

administrativo desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito 

Público y facultades ejecutivas con competencia funcional propia, que 
tiene por objeto la coordinación, regulación, supervisión y vigilancia 

de los sistemas de ahorro para el retiro, que son aquellos regulados por 

las leyes de seguridad social que prevén que las aportaciones de los 
trabajadores, patrones y del estado sean manejadas a través de cuen­
tas individuales propiedad de los trabajadores con el fin de acumular 

saldos, mismos que se aplicarán para fines de previsión social o para la 

obtención de pensiones o como complemento de éstas (art. 2° y 3° fr. X 
LSAR). 

Entre las atribuciones de la CONSAR, destacan las facultades de 
otorgar, modificar o revocar las autorizaciones o concesiones de las 

administradoras de fondos para el retiro (AFORES), y a las sociedades 

de inversión especializadas de fondos para el retiro (SIEFORES) y em­

presas operadoras de la Base de Datos Nacional SAR, y dictar las reglas 
que han de sujetarse, vigilando su aplicación. 

La Base de Datos Nacional SAR es propiedad del Gobierno Federal y 
se integra por la información procedente de los Sistema de Ahorro para 
el Retiro conteniendo la información individual de cada trabajador y el 
registro de la administradora o institución de crédito en que cada 

uno se encuentre afiliado. La operación de esta base de datos puede 
ser concesionada a empresas que reúnan los requisitos que al efecto 

establece la LSAR (art. 57 y 58), o bien, operarlas directamente. 
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2.2.6. COMISIÓN NACIONAL PARA LA DEFENSA DE LOS 
USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS (CONDUSEF). 

Con fecha 18 de enero de 1999, se pnblicó en el Diario Oficial de la 

Federación la Leyde Protección y Defensa al Usuario de Servicios Fi­
nancieros, que entró en vigor noventa días después.Dicho ordenamien­

to tiene por objeto la protección y defensa de los derechos e intereses 

del público usuario de los servicios financieros que prestan las institu­

ciones públicas, privadas y del sector social debidamente autorizadas, 

así como regular la organización, procedimientos y funcionamiento de 

la entidad pública encargada de dichas funciones, que es precisamente 

la Comisión Nacional para la Defensa de los Usuarios de Servicios Finan­

cieros. 
Su naturaleza corresponde a la de un organismo público descentra­

lizado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con personalidad 
jurídica y patrimonio propios, que cuenta con autonomía técnica para 

dictar sus resoluciones y laudos, así como con facultades de autoridad 

para imponer las sanciones previstas en la ley. 
Se trata del Ombudsman financiero mexicano, del defensor del pue­

blo en cuanto a las instituciones que participan en el sistema, no obstan­

te lo cual, sus facultades se encuentran sumamente limitadas para im­

ponerse al poderío económico y jurídico de los entes que se encuentran 

dentro de su jurisdicción pues, de inicio, para que su actividad resulte 

eficaz, sería necesario que disfrutara de autonomía frente al gobierno 

centra!", lo cual no ocurre; que la normatividad que lo rige, le otorgara 

mayores atribuciones capaces de forzar a los entes financieros a cum­

plir con sus obligaciones contractuales y legales frente a los particula­

res, y no solamente fungir como conciliador, que actualmente es su 

función principal, y árbitro, si así lo deciden las partes, cuando en la 

¡~ Ley de Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros: Artículo 16.- La 
Comisión Nacional contará con una Junta de Gobierno, así como con un Presidente, a quienes 
corresponderá su dirección y administración, en el ámbito de las facultades que la presente Ley les 
confiere. 

Artículo 17.- La Junta estará integrada por un representante de la Secretaría, un representante 
del Banco de Mexico, un representante de cada una de las Comisiones Nacionales, tres represen· 
tantes del Consejo Consultivo Nacional y el Presidente quien asistirá con voz pero sin voto. Cada 
uno de los integrantes de la Junta contará con su respectivo suplente, quien deberá tener el nivel 
inmediato inferior. Será presidida por el representante de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público. 
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realidad prácticamente ninguna institución financiera se somete a su 

arbitraje, obligando a los particulares a ocurrir ante los Tribunales para 
la defensa de sus intereses, con evidente desventaja para éstos frente al 
poderío económico de aquellos, que cuentan con una infraestructura 
sobrada para proteger los intereses, sean éstos justos o no, en relación 
con la capacidad económica del usuario. 

Lograda esa autonomía de CONDUSEF estaremos en presencia de un 
verdadero Ombudsman financiero mexicano, cuya intervención se 
orientaría en la protección individual de los servicios que prestan las 
instituciones concesionarias de servicios públicos, como es el banca­
rio, según concluimos antes, y se dedicaría también a lograr la tutela 
efectiva de la colectividad de los derechos de contenido económico so­
cial involucrados en el fenómeno financiero. Se demuestra así la inefi­
cacia de CONDUSEF como Ombudsman de los usuarios de los servi­
cios bancarios, quedando probada la diversa hipótesis que hemos 
planteado en el protocolo de ésta investigación. 

Esto es así porque un verdadero Ombudsman sólo existe en aquellas 
figuras que cumplan con los principios rectores siguientes: 

Independencia 
Competencia integran fiscalizadora 
Métodos ágiles y flexible que propicie su intervención protectora 
Carácter no ejecutorio de sus resoluciones 
Publicidad de sus señalamientos'·. 

Se advierte de inmediato que a la CONDUSEF le falta el primero de los 
principios: la independencia respecto al gobierno central. L u e g o , 
sería conveniente diseñar una fórmula de integración de sus órganos 
que le dotaran de verdadera autonomía a fin de proveer a la auténtica 
eficiencia de las funciones que le corresponde llevar a cabo en benefi­
cio de la sociedad y particularmente de los usuarios de los servicios 
financieros, que no solo son un servicio al público, sino que constituyen 
un verdadero servicio público que requiere, para su debido ejercicio, 
de la concurrencia de las siguientes notas características: 

El servicio público debe consistir en una actividad prestacional, 
es decir, una actividad que tiende a otorgar a otros una ventaja, un bien, 

"Cfr. ACUÑA, Francisco Javier. EL OMBUDSMAN CONTEMPORANEO, Fundación Konrad 
Adenauer. México 2005. Pág, 14. 

-I,T 
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un beneficio, etcétera, de cualquier naturaleza o a evitar un mal a la 

sociedad. 

Esta actividad debe ser asumida por la administración pública, lo 

que significa que es reservada en cuanto a la dirección y organización a 

un órgano estatal y que el ejercicio de esa actividad requiere de conce­

sión" previa del Estado expresada con un acto de autoridad. 

La administración pública realiza la actividad de servicio público 

en forma directa o indirecta, es decir, valiéndose de la concesión, aun­

que la legislación mexicana no es consistente en la denominación que 

otorga a esta figura jurídica, puesto que en algunas leyes administrati­

vas se emplea el término autorización, cuando se refiere a la prestación 

de un servicio público. 

El servicio público siempre debe tender a la satisfacción del inte­

rés general. 

El servicio público se presta conforme a un régimen de 

derecho público, especial y propio que lo particulariza e identifica 

frente a otras actividades administrativas y cuyas características son 

su generalidad, uniformidad, continuidad, regularidad, obligatoriedad 

y subordinación a la administración pública. Por lo tanto, no puede 

estar sujeto a un régimen de derecho privado en cuanto a su prestación. 

!7Quinta Época, No. Registro: 327790, Instancia: Segunda Sala., TesisAislada, Fuente: Semanario 
Judicial de la Federación, LXX, Materia(s): Administrativa, Tesis: Página: 4647, "CONCESIO­
NESADMINISTRATlVAS. SUS CARACTERISTlCAS. El tratadista Gabino Fraga, enseña que 
en nuestro país, el régimen de concesión se emplea respecto de los siguientes asuntos: 1. Para 
otorgar a los particulares facultades. a fin de que desarrollen una actividad, consistente en el 
funcionamiento de un servicio público; 11. Cuando se refiere al otorgamiento de facultades a los 
particulares para aprovechar bienes de propiedad pública; y III. Cuando se trata de actividades que 
sin poder calificarse entre las atribuciones del Estado, por su naturaleza especial, pueden 
comprometer intereses de grandes grupos sociales o de terceros que, aisladamente, no están en 
condiciones de adoptar las medidas adecuadas para la defensa de sus derechos, y es preciso que el 
Estado intervenga para protegerlos, y señala como ejemplos de estas actividades, las de las 
compañías de seguros y las de las instituciones de crédito. De lo anterior se desprende que el estado 
puede concesionar los actos que caen dentro de sus atribuciones y aquellos que por interés público 
debe vigilar, pero no aquellos que por estar dentro de las actividades que la constitución garantiza 
al individuo, puede éste ejecutar libremente, sin el permiso o gracia de la autoridad. Por tanto, 
no puede atribuirse el carácter de concesión administrativa, al contrato celebrado por el estado 
con un particular y por el cual aquél otorga a éste la prerrogativa o privilegio consistente en que 
sólo se gravará con determinados impuestos, 1:1 industria que dicho particular establecerá con 
fines de intereses privados, a condición de que deberá invertir determinado capital en moneda 
nacional, y la circunstancia de que tal privilegio revista forma contractual, no puede cambiar su 
naturaleza de acto unilateral de la autoridad, ni puede éste regirse por otras leyes que las del 
derecho público, que son las que norman esta clase de actos", 
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Asumido lo anterior, debemos tener presente que, finalmente y en 

términos generales, ésta comisión vino a asumir el cúmulo de faculta­

des que correspondían a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores 
(CNBV), Comisión Nacional de Seguros y Fianzas (CNSF) y Comisión 

Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro (CONSAR), en materia de 
reclamaciones que los usuarios formulen respecto a la actividad de las 
instituciones que integran el sistema financiero mexicano. Consecuen­

temente, entre otras atribuciones tiene, como arriba se indicó, la de 
fungir como conciliador entre las instituciones financieras y los usua­

rios, con el objeto de proteger los intereses de éstos últimos, y podrá 

obrar como árbitro en los conflictos que se presenten, siempre que así 
lo convengan las partes. Le corresponde también brindar servicios de 

defensoría legal gratuita a los usuarios que no cuenten con recursos 

económicos suficientes para contratar un defensor especializado en la 
materia de que se trate. Sus facultades son realmente limitadas e insufi­

cientes. Me parece que deberla concedérsele la facultad, como la tiene 

la Procuraduria Federal de Protección al Consumidor, de ejercer las 
acciones colectivas necesarias en tutela de intereses colectivos o difu­

sos, tal como se explican por Ferrer Mac Gregor'8 a lo largo de su obra 
para lograr una efectiva y real protección a los derechos de los consu­
midores de servicios financieros, pues en forma aislada, éstos quedan 
en una práctica indefensión frente a las instituciones del sistema. En 
nuestro país, el prestigiado jurista José OvalJe, explica con meridiana 

claridad lo que son las acciones de grupo al decir que: el articulo 26 de la 

Ley Federal de Protección al Consumidor de 1992, regula las acciones 

de grupo, entendidas como los medios procesales para la protección 

de los derechos colectivos, con el objeto de evitar el daño contin­

gente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre 
los derechos intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado ante­

rior.19/ 20 

"FERRER MAC GREGOR Eduardo. JUICIO DE AMPARO E INTERÉS LEGITIMO: LA TU· 
TELA DE LOS DERECHOS DIFUSOS Y COLECTIVOS. Editorial POlTÚa, S.A., México 2004. 
" Cfr. OVALLE FAVELA, José. BOLETlN MEXICANO DE DERECHO COMPARADO, Núme­
ro 107,. pp. 7 Y 22. 
o El día 25 de marzo del 2010, semanas después de afirmada ésta tesis, se aprobó en la Cámara 
de Diputados el proyecto que reforma el artículo 17 constitucional para dar cabida a las 
acciones populares o colectivas, adicionando al texto el siguiente párrafo: "Las leyes 
regularán aquellas acciones y procedimientos para la protección adecuada de derechos e intereses 
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Hoy debemos tener presente que también participa como 
Ombudsman de los derechos de los consumidores de algunos servi­

cios financieros, la Procuraduria Federal del Consumidor, cuando me­

nos en el ámbito de las Sociedades Financieras de Objeto Múltiple no 
reguladas. 

2.2.7. INSTITUTO PARA LA PROTECCIÓN AL AHORRO 

BANCARIO (IPAB). 

Con fecha 19 de enero de 1999, se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación, la Ley de Protección al Ahorro Bancario, que, entre otras 

regulaciones, creó al Instituto para la Protección al Ahorro Bancario, 

que vino a sustituir al Fondo de Protección al Ahorro Bancario 

(FOBAPROA), creado en sustitución del Fondo de Apoyo Preventivo 

a las Instituciones de Banca Múltiple (FONAPRE), constituido por el 

gobierno federal como fideicomitente, eu noviembre de 1986, y 

fungiendo como fiduciario el Banco de México". Este a su vez, sustituyó 

al "coeficiente de liquidez", surgido en 1989, como sustitutivo del "en­

caje legal" que era un instrumento de política monetaria cuyo propósito 

era aumentar o limitar el circulante y el crédito, y se traducía sustan­

cialmente en el porcentaje de la captaciónbancaria que, por determi­

nación del Banco de México, debía transferirse al propio instituto, y 

cuya utilización en nuestro país data de 1924." 

El IPAB", puede definirse como el organismo público descentraliza­

do de la administración pública federal, con personalidad jurídica y 

patrimonio propios, con domicilio en el Distrito Federal, que tiene por 

objeto proporcionar a las instituciones de banca múltiple, en beneficio 

de las personas que realicen operaciones garantizadas, un sistema de 

colectivos, así como medidas que pennitan a los individuos su organización para la defensa de los 
mismos." La refonna constitucional no era necesaria, pero orienta al legislador secundario para 
que regule esa figura jurídica. FUENTE: http://gaceta.diputados.gob.mxlGaceta/6112010/mar/ 
20 I 00325-IV.html 
" Cfr. SaLÍS, Leopoldo. EVOLUCION DEL SISTEMA FINANCIERO MEXICANO HACIA 
LOS UMBRALES DEL SIGLO XXI.. p. 161. 

" Cfr. saLÍs. Leopo1do. Op. Cit. p. 190 
B JOSEP M. LISO el. al. Sostienen que ellPAB en un verdadero sistema de seguro ágil y eficiente 
de depósitos bancarios. LA BANCA EN LATINOAMÉRICA. Editada por Caja de Ahorros y 
Pensiones de Barcelona la Caixa. Edición Electrónica. W\.I.oW.estudios.lacaixa.es Barcelona, Espa­
ña 2002. p. 115. 
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protección al ahorro bancario, que garantice el pago, a través de la 

asunción por parte del Instituto, en forma limitada y subsidiaria, de las 
obligaciones establecidas por la ley a cargo de dichas instituciones, en 

caso de liquidación o concurso mercantil (suspensión de pagos o quie­
bra) de éstas; así como la administración de los programas de sanea­
miento financiero que formule y ejecute en beneficio de los ahorradores 
y usuarios de las instituciones, y en salvaguarda del sistema nacional de 

pagos (art. 2 y 67). Para cumplir con tal objetivo en caso de una insol­
vencia bancaria, el IP AB emplea los recursos que las mismas institucio­

nes bancarias han aportado mediante cuotas ordinarias a un fondo pre­

ventivo establecido ad hoc. 

Así, las instituciones bancarias están obligadas a pagar el IPAB las 
cuotas ordinarias y extraordinarias que establezca la Junta de Gobier­

no. Las primeras se pagan mensualmente y no podrán ser menores en 

un año al 4 al millar sobre el importe de las operaciones pasivas que 
tengan las instituciones. 

Cuando por las condiciones del sistema bancario el IP AB no cuente 

con recursos suficientes para hacer frente a sus obligaciones, la Junta 
de Gobierno podrá establecer cuotas extraordinarias que no excedan, 

en un año de 3 al millar sobre la misma base de cómputo. Ambas cuotas 
no podrán exceder, en un año, de 8 al millar sobre el importe total de las 

operaciones pasivas de las instituciones'4. 

Dentro del concepto de "obligaciones garantizadas", están compren­
didos los depósitos bancarios de dinero, así como los préstamos y cré­

ditos por los cuales la institución bancaria resulte sujeto pasivo de 

la relación (Art. 6); quedando excluidas: 

las obligaciones a favor de entidades financieras, nacionales o 
extranjeras; 

las obligaciones a favor de cualquier sociedad que forme parte del 
grupo financiero al cual, en su caso, pertenezca la institución; 

los pasivos documentados en títulos negociables, así como los 
títulos emitidos al portador. Las obligaciones garantizadas, documen­

tadas en títulos nominativos, sí quedarán cubiertas, siempre y cuando 
los títulos no hayan sido negociados; 

las obligaciones y depósitos a favor de accionistas, miembros 

del consejo de administración y de funcionarios de los dos primeros 
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niveles jerárquicos de la institución de que se trate, así como apodera­
dos generales con facultades administrativas y gerentes' generales; y, 

las operaciones que no se hayan sujetado a las disposiciones lega­
les, reglamentarias, administrativas, así como a las sanas prácticas y 

usos bancarios, en las que exista mala fe del titular y las relacionadas 
con actos u operaciones ilícitas que se ubiquen en los supuestos del 
artículo 400 bis del Código Penal aplicable en materia federal (Art. 10) 

El IPAB pagará el saldo de las obligaciones garantizadas, conside­
rando el monto del principal y accesorios, hasta por una cantidad de 
400,000 unidades de inversión por persona, física o moral, cualquiera 

que sea el número o clase de dichas obligaciones a su favor, y a cargo de 
una misma institución bancaria (art. 11). En caso de que una persona 

tenga más de una cuenta en una misma institución, y la suma de los 

saldos de éstas excediera la mencionada cantidad, el instituto única­
mente pagará el monto garantizado dividiéndolo a prorrata entre el 
número de cuentas (Art. 14). 

Para determinar el monto a pagar a cada persona, por Institución, se 

calculará en Unidades de inversión (UDIS) el monto de las obligacio­

nes garantizadas con base en el saldo (principal y accesorios) que ten­
gan las referidas obligaciones, en la fecha en que el instituto publique la 
resolución relativa a la liquidación o concurso mercantil (suspensión 
de pagos o quiebra) de la institución bancaria de que se trate, así como 

el valor de las unidades de inversión en esa fecha, considerándose ven­
cidas, para tal efecto, las obligaciones a plazo, con los intereses acumu­

lados a dicha fecha (Art. 8). 

Para recibir el pago, los interesados deberán presentar, dentro de los 

sesenta días siguientes a la fecha en que el Instituto publique la resolu­

ción relativa a la liquidación, suspensión de pagos o quiebra de la insti­
tución de que se trate, una solicitud de pago, adjuntando las copias de 
los contratos, estados de cuenta u otros justificantes de las correspon­

dientes operaciones garantizadas, hecho lo cual el ¡PAB, deberá realizar 

el pago respectivo dentro de los noventa días siguientes a la fecha en 
que haya tomado posesión del cargo el liquidador o el síndico de la 
institución, según sea el caso (Art. 16). 

Cualquier acción en contra del instituto prescribirá a los doce meses 

u http://www.ipab.org.mxl02proteccionahorro/cobrocuotas.htmIConsultada el 23 de abril 
2010. 
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siguientes a la publicación de la resolución relativa a la liquidación, 
suspensión de pagos o quiebra de la institución bancaria de que se trate 
(Art. 15). 

2.3. AUTORIDADES JUDICIALES 

No está fuera de contexto considerar al Poder Judicial, particular­
mente Federal en materia de amparo, como director en la aplicación de 
las normas ya de por sí sobre protectoras de los entes del sistema finan­
ciero mexicano y por tanto, autoridad del mismo. 

Losórganos jurisdiccionales, interpretan la ley en vista de su apli­
cación al caso concreto para la solución de controversias. En el caso de 
los Tribunales de Garantías, la interpretación puede tornarse en obliga­
toria en tanto integre jurisprudencia. No obstante, sus sentencias "no 
valen porque su contenido sea el más correcto o el más razonable, sino 
que valen como consecuencia del criterio de autoridad"." 

Durante la crisis bancaria surgida a partir de 1995-1996, los Tribuna­
les Colegiados de Circuito y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
jugaron un papel importantísimo en la protección a las instituciones 
financieras en detrimento del público ahorrador y deudores de la ban­
ca, al interpretar en forma sistemática y muchas veces verdaderamente 
forzada, las normas que rigen las operaciones de crédito a favor de las 
mencionadas instituciones. 

Se dictó abundante jurisprudencia, prácticamente toda ella perjudi­
cial a los intereses de los acreditados con interpretaciones que no con­
vencieron a una gran cantidad de juristas ni a algunos de los propios 
ministros del Alto Colegio Judicial, como se advierte de la lectura del 
jurisconsulto mexicano Juventino V. Castro en su obra "La Suprema 
Corte de Justicia ante la Ley Injusta"". 

La Corte se ocupó de crear presunciones y cargas probatorias 
perjudiciales ilegales e injustas para los usuarios de la banca, incluso 
contra el texto natural de las normas jurídicas, como en el caso de la 
autorización de la capitalización de intereses, práctica prohibida por el 

" RAMOS PEÑA, Luis Alfunso. A.A. V. V. LECTURAS JUruDlCAS número 12. Revista publica­
da por la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Chihuah~ Febrero de 2010. p. 
120. 
" CASTRO, Juventino V .• LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA ANTE LA LEY INJUSTA. 
Editorial Porrúa, S.A., Tercera Edición, México 1999. 

Tr 
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Código de Comercio" o bien, al establecer, interpretando el articulo 65 
de la Ley de Instituciones de Crédito, que si los bancos al conceder un 
crédito no realizaron los estudios de viabilidad para la recuperación 
del crédito basados en las posibilidades económicas del deudor, en nada 
beneficiaba al usuario, pues, dice la Suprema Corte, tal omisión solo 
perjudica a la propia institución de crédito. Asimismo, permitió la 
causación simultánea de intereses ordinarios y mora torios, contrarian­
do a las normas técnicas que tradicionalmente han regido éste tema. 

Estableció a cargo del acreditado, normas probatorias de imposible 
actualización, como aquella que impone al demandado la necesidad 
de demostrar que el contador de la institución que certifica un estado de 
cuenta o tiene título profesional, hecho negativo absolutamente impo­
sible de acreditar, si el propio banco se niega a colaborar.'" 

Por ello, no debemos soslayar la participación de las autoridades 

11 Artículo 363.- Los intereses vencidos y no pagados, no devengarán intereses. Los contratantes 
podrán, sin embargo, capitalizarlos. 
11 Novena Época. Primera Sala. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XIV, 
Diciembre de 2001, Tesis: laJJ. 100/2001, Página: 6: "CERTIFICACIÓN CONTABLE EXPE­
DIDA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 68 DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO. 
CORRESPONDE A LA PARTE DEMANDADA PROBAR QUE LA PERSONA QUE LA EXPI· 
DE NO ES CONTADOR CUANDO, vÍA EXCEPCIÓN, CUESTIONA TAL CALIDAD. En 
materia procesal mercantil se han adoptado diversas reglas en relación con la distribución de la 
carga de la prueba, entre ellas, la relativa a que el Que niega no está obligado a probar; sin embargo. 
en el Código de Comercio se prevén dos excepciones a ésta, pues de conformidad con lo dispuesto 
en sus artículos 1195 y 1196, el que niega estará obligado a probar cuando: a) su negación 
envuelva una afirmación expresa de un hecho y b) desconoce la presunción legal que tiene a su 
ravor el colitigante. En congruencia con lo anterior, y tomando en consideración que el artículo 
68 de la Ley de Instituciones de Crédito otorga a favor del estado de cuenta certificado por un 
contador autorizado por la institución de crédito. una presunción legal. en tanto lo eleva a 
categoría de título ejecutivo junto con otros documentos (titulo que por su naturaleza es conside· 
rada prueba preconstiluida), y lo reviste o lo tasa con un máximo valor probatorio al establecer 
que hará fe de su contenido. salvo prueba en contrario. además de que el valor pleno que le 
atribuye abarca la totalidad del docwnento (desde la calidad de quien 10 suscribe, hasta los datos en 
él consignados), puede concluirse que es a la persona que objeta, en via de excepción, la calidad del 
contador que certificó el estado de cuenta, a quien corresponde la carga probatoria, en términos 
del articulo 1196 citado. porque su argumento negativo está dirigido a desconocer la presunción 
legal de que goza dicho documento por disposición expresa del citado articulo 68. 

Contradicción de tesis 104/2000·PS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Sexto Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer 
Circuito. 22 de agosto de 200 J. Mayoría de tres votos. Disidentes: José de Jesús Gudii\o Pelayo y 
Humberto Ramón Palacios. Poneme: Juventino V. Castro y Castro. Secretario: Arturo Fonseca 
Mendoz3. 

Tesis dejurisprudencia 100/200 l. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
de catorce de noviembre de dos mil uno, por unanimidad de cinco votos de los sellares Ministros: 
presidente José de Jesús Gudillo Pelayo, Juventino V. Castro y Castro, Humberto Román Palacios, 
Juan N. Silva Meza y alga Sánchez Cordero deGarcía Villegas. 
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judiciales en la regulación del marco jurídico-financiero mexicano, 
siendo menester reconocer la responsabilidad que les corresponde en 
la problemática económica nacional, sin olvidar claro está, la impor­
tancia de proveer a impedir la quiebra técnica o jurídica de cualquier 
institución, que es de interés público, pero no a costa del patrimonio de 
los usuarios, toda vez que finalmente todos los mexicanos pagamos vía 
impuestos el rescate bancarío, y los deudores, mas aún, con su patrimo­

nio personal. 

UIAlUU Uiol(,;JAI.. 

Al marglll un logotiPO. qua Olee: !:tantO a. Mlhcco 

ClRCtlL.ul l'I'nH' 

ALAS INSTITUCICflES DE CREDllO, 
~IFnAl'lF~ FlNMlnFFt .. c;¡ nF nA.FTn 

UhoIT ICO y roOEt.K>EtF'NHoI::IER~ 
oc Ot..CTO IAULnPLC I1Co)U~ 

ASutlTO: Cet.4IS1CNES 

El S.InCO de "hlco con fUndamEl'110 ¡n los or1lcubs 28 je la ConstitJcion PoItlca de 1D3 ESladO$ UIli:lOS 
M"deanos ,,'rutos sello 7 R¡::üro; :. de la l.e7 del Banco de UbicO; 4 y 22 de la l~ pala 18 
Tr.nsoar.ncla " Ordenamt1to de los Servicios nunclercs: 48 :le la ley d& Instituciones de Cr4l:l1ta. así 
tOIl'lO 80 p4¡ff3t1' tOrtlllrO y ~ICto, 10. , .. on rol;ac-Ión fon 011'5 frarc:lón 11; 1:2 (1'f rolaeiSn tOIl 01 20 fracrl6n IV 
y '1 ,,-,eclón 1, ~UII prw6" lile atrliItJc:lonl' del ilanea de M.(leo a Irat6t ele la OlrtICcl6n 0«\0'11 de "'ni/Id!: 
del elat'mI rlnltlclera...,d 11 O",ecIÓ'l Cen •• ' de Operlconet de Drtu centr.1 y di 11 Oh(d6, de 
Ol~~¡;iull~ IJI= 1::1I.¡q, C. AII. lltl "'II'H.II LI~UliI\:I"I~~ kJw=o¡ "lkJ~ ~I RtIIJ.lltm.u 1f'tr"h,1I ut!! eWtW Utl 
M éoclcO, un:.::UIfdIl.. AOICrlJCllI'I as las UlIOides ".dnTiISUIIIVIS all Banco de M6ctco, ftacCleres 1, 
UI \' N, con que: 

I El t":giIt de ccrnlllOQeaqJe hu el eantO de Méllto '" 3Ido de utild.d J"l ra obIenerl,1(IITl"11tlón 
f1J~ Ilfl'" ~UI/IIIl:l:Oi.Jli'1.;I.lIV""I'-.!-
o) E :u pt6t:tlc:oc In:DOCuH:::IO on retac ión eer 01 eollro de corn!i:Jnoc ,",o ala recto h::w1 cido 

o ...... Dlitefol.c corflll'me. dcnOTteglSrO; 
b) OllA '",,\¡n JI; TA .jI, 1W'I1t11Wtt1'.fnl'lntl ... rAA t1AtAmWlM r ... ctn nA I~ npul'Irlrtn. 

a.:e.ro, ,a8ivac 1. deC¡Ot\lleD' qU( 981111 n u o can, 3d COITlOQUIIIIOl mIIIe.,¡;mccdlll cobro 
~~ ocan elhoy b'orq:¡orcn:ó~ y 

d OLle [j~d. fnand.r. Ú'tttrter\ht IObCllrl ComSllnl$ aLa SI' v¡'cIJen con seMeles 
««t~a~~~efoc, optrtltllMM m~.ctft,ó bkon tor-actoldelolt'lienttl. 

11. El 25 efe 111'110 de pub e er el Otela! de I f3deraclón el "Decreto pa el qt.e se 
ftrOl'lTla1\ aditbnar V dlnrus ci'SDO!i4tcendt.J¡t l.JIIr ge Irlttlutbnes te Crédito, la Lev 
p;llrl'lll'l Tr¡"U'fI.An~A ., Or ~Arfn /fA 1M ,flÁt\I")tQJ; F~IInr.I~ y 111 l"'t fIA Prrfwrlnny n....f'll'lAA 
11 UNario d. Servlclol Flnantil$lortorme al tual nG.:.-_ 'l1lln'Wtt IIIJ tobro dt Conillon.f por 
(on(e"o de oobrcgro o ntcrto oglro en clédl~ pr6~oo lInonelorrienloo lOYolot-trfe:; 
nocl~05. tJljel.e, .sI C'ln'lO en, ' s~.lude Iquidaz6ln glr.rtr.rul 

Por le ant.llor, II1I'I I~rtrlo d. 'Al farutad d. r\jb~.l,ac;OmlUln pnvl'Ct3 en lo IlTUI'JO" lo,aln 
l'TlIIII'Ielon~OI, con el cbJlI.o ~o prc:iogor loc i'llerluc ~ 'co y ~. pnn'IOVOIIiIIa,.., d-.;rrolo.1 sI.ow 
finentlerc, O,n(o de h'óxlco he re$Jelto I!JCpedlllo. sI~1 C9 

OISPOSr.tnM=S DF CAAAr.TFR COFNFRIII FN RFI ACIO;/fpJ A CORAOnF CCWlCilOfI=S 

"Ot:t .... t:IUM::S q 
rifO trie. d, brevodeci M ente"ld." en "'~Ir e en P~"1. pcr: e,,·. 
CIIenI8: a la pErsona Qua ttlabra tulla"er operación oaaa, ac9",de 5erWclos con atlUna 

Enlidld F"'lR'I.ra, reciba algun e,idlo ° utilizo ... etos d. Dlspcxlcl6r .rritidol 
por 60lI:l 

Crédlo: a los aécttos. P"émmoso tlnanclarnl.r1:OI "-le las Et1Id;¡des finanebras OIorooll'l al 
,úbllee en Ofnllf'aJ, y. efl ~e 101 o'fe:zcon dl'ectamort. o a tr;tole; do un '.rnro, 
cuando t05 tOCUn'*'IIon IfIOdanlo eartratos d, 'XI'Iedór y su mpor1e su i'lfor1O' al 
oqlit,ente e 900,000 vac ° ~ Ir., de O'6dltos g •• ntltodes • le ",M.ndII, • que 
h.to referenr.l. la L"" de Tr.na.p.rentl. J de Fomento a ki Compete",¡. en el Cré<flo 
OaFolnniKIO,porcLlllqullf momo 

o euolqulcr C)fIlO, dodnto o IrtO'Ooco. quo "'dcpcrdlonIO"l'lOrto do cu donol""llrocl6n ° 
n'lOdlll:\1d, \nlo ErIId,d Fh.ntl,r. (OlfO d ... ,t. o Inclred.nWlte • un Cliente pw;:r la 
u,lttlJlnúll. U¡¡I:tr ... IUlllitv _I_"s, IJ*""". u UIII 'liWlVllu.II~IUJI:IIltJu '111 uvu ¡jlll Ml:ldiuv 
de UIS¡IOSICICln 

• lu Inatitucones de cridtto: aociedlldeollrlf'lel_o de objeto Imt.~o y e)ciedtldea 
tn.nc.ltrU de obJIIII) n~te regUl.d .... 
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EL SISTEMA BANCARIO MEXICANO 

a laa tarjotas; d. dÍbIto o a. ICUCO a (';jIJo; automátlrx HOcladn a ckopnlto'l 
b;lfurl~ de dll'lll'o I la vla.a; a lai lat~ac dQ cr.dlo IIfI"itIdK .. afl1)aro d ...... 
ront'.to do ~.rtu ·a d. cridlto; llnta~u propagad" b<II'ICarln, a I~(h.qu", V" 
1119 órd,nn dv ",.,cfo'lIncla 15 fondoll. FtCkJyllndO 111 wrviC'io cOI'1)Cklo como 
donic:illatl6n 

LOIS: a laS lI'lloaaes 08 Il'lI'erSlOn a qJa $El renere eI-OetrelO pO' el que se esar:.ecen laS 
Otu,aclones (JI8 potran aenomnarse en unldaoes oe Inve'Sl()n y r«mm y adICiona 
dIVersas OlspoSlClOnes Ce! CO(l~O FISCal oe la 'eancICfl y oe la Ley celllllluesto 
SUlJlW t.. RtllihI", J,luLo,:wu tlll \11 DIi.lu Or\:llIIl \111 101 F INtll..:hlu tjj 1 IJtllIIuil UI4 1991 

1. UEACJQNES AL COBRO DE COIiIISIONES 

'1 I JI!; ¡:::ntll1:w1p.!l FlnMr.IP.!'aCl nn rn1rAn r.l'tlr,u (;lWriqnM!;" 

12 

a) Que no ~~aan rnclurse en el coco AnUal Taa!, calc~800 de confom1dad cm las 

b) 

<) 

.) 

h) 

<) 

rm ma~liInelun 

PO" li d~Oluclon, 

caracter gErler.iil a qu' se 18m el articulo 8 de I¡ Ley para la Transparfl'lCla 
Servkil)S Fi'lancieros, en ma.na del Coste Anual Tila :CA'T)" y sus 

Irribdón IO!l :oro«) por eofteoplo de pago orileipodo, pago torclo e 

cuer1a de depósito 

d) ror II .~~':::'d~~;~::,,~.::~:.::~eheques que de 
IIIglII e 

e) PO" I!I(cedw et saldo de la cueota oe c~ barano dé tlnl!P esoclada a \Ni Iwjela de 
déblo der\'ado de transactl(l'leS,eiillzac;~~QttP· 

f) Pu r"!;jI111:t1 tlln,;~1J1.1' ~l ~111U IJt:III:t ~Ut:flhllJt:llJ~ÚI"'~I~iI' dhlillU -'l>I.,I:i.1tiII ilI u'lilIlwjl:h 
OI!J oéato oentaoo oe lran~cclOnes reare:aaas con euS' ~ 

al Prr 1:1 r:;:¡rr.Ri::lr:iín nA r:llArt~uIA rVlf'l1Wh ~ 1'0-
n, I-'cr la cancelaCIÓn oe Melles oe Uls:pc1S1clÓn 1) 
1) Pcr 1; ranc elacIÓn del CfiN (10 d$ banca tl$(ITÓnira. 

'L J I ritamose ae óraenes OB tran;IBren::la ae tonaos, las InsttIJConeS ae Cléal'lO ro poarán alTerenmr 
el Ill)cr!e de las :crrislones en función del mar10 de la trinsferer.::ia 

TIlANEiJTORlb. 

lJrtlCA, -"lS presentes Regias er1ra"an en vigor el 21 de agosto de 2009 

M.leo, o.r., e 17 de julio de 20og- OANCO OC: MOUCO: el Jlrectcr Oenerll de Análl!Jle del Cisterna 
r~.rc¡eto. JoH ClSordo Q"' .. o León- nübrict.- CI Orectcr de Oi'P03idones ele OInU Certral 
ftlll'(lf!du Luilf CUlvtftd C"dI~"d - RúIJ'i.:iI - El Dnu.:tur G"'1If11:t1 !!ti O~liI~lu.~~ IJ", B ... ~ltI C1r'rltll , Dwld 
A.ú .. M.-gu •• St;t~- Rwrl~Ol 

P •• CUIIIiquIer oono..I. Gr. M ccrf""do 1M l. pr.-t. Ore\Hr, á,..,._ -..dIr 111 l. Otortnd. 1M ,\Acri:: .... c, 
ConUtlll. 'f Contrcl o. L.c:Ied,~ •• ' " ...... 5 1M h4eyo núm.o " ""'o"", ~onIIo C""ro, ~'xIc:o. O¡ctrito 
F'-"¡,C9 060Si¡ o .Ioct .. ,tno. S137.:me

1 
S:n7 ~ tld . 3XlO o 523:.2317, 
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